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CONTRADICCIÓN DE TESIS 217/2019
ENTRE LOS CRITERIOS SUSTENTADOS POR EL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO Y EL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DECIMOPRIMER CIRCUITO

VISTO BUENO

SR. MINISTRO:
PONENTE: ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA
cotejÓ:
SECRETARIA: GABRIELA ELEONORA CORTÉS ARAUJO
Ciudad de México. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al, emite la siguiente:
SENTENCIA
Mediante la cual se resuelve la contradicción de tesis 217/2019 respecto de los criterios sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito al resolver el amparo en revisión 437/2016 y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito al resolver el amparo en revisión 87/2018.

La problemática jurídica a resolver por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consiste en determinar, de colmarse los requisitos de existencia y procedencia de la contradicción de tesis, si los juzgadores de amparo cuentan con facultad para establecer medidas de reparación por las violaciones a derechos humanos reconocidas en sus determinaciones judiciales.
I. DENUNCIA DE LA CONTRADICCIÓN
1. Mediante escrito presentado el 10 de mayo de 2019 ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Christus Muguerza Sistemas Hospitalarios, S.A. de C.V., autoridad responsable en el amparo en revisión 437/2016 del índice del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, denunció la posible contradicción de tesis entre los criterios sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito
.
2. El 20 de mayo de 2019
, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación admitió a trámite la denuncia, señalando que el posible punto de contradicción consistía en determinar si los tribunales de amparo están facultados para imponer indemnizaciones económicas para compensar el daño sufrido en favor de las víctimas, por lo que turnó el asunto a la ponencia del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y solicitó a los tribunales las versiones digitales de sus criterios e informaran si estos se encontraban vigentes.
3. Finalmente, mediante acuerdo de 27 de junio de 2019
, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó remitir el asunto al ministro ponente para su estudio, al advertir que la contradicción de tesis se encontraba debidamente integrada y que los criterios los tribunales colegiados continuaban vigentes.
II.
COMPETENCIA

4. Este Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente denuncia de contradicción de tesis, atendiendo a lo dispuesto en los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 226, fracción II, de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente desde el tres de abril de dos mil trece, y 21, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con la fracción VII del punto segundo del Acuerdo General 5/2013 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de 13 de mayo de 2013, en virtud de que se trata de una posible contradicción de tesis entre tribunales colegiados de distintos circuitos en materia del orden común.
III.
LEGITIMACIÓN
5. La denuncia de la posible contradicción de tesis proviene de parte legítima, de conformidad con lo previsto por los artículos 107, fracción XIII, párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 227, fracción II, de la Ley de Amparo vigente, toda vez que fue realizada por la autoridad responsable en uno de los asuntos contendientes.
IV.
CRITERIOS CONTENDIENTES

6. Con la finalidad de establecer y determinar la existencia de la contradicción de tesis denunciada y, en su caso, fijar el criterio que debe predominar, se estima conveniente precisar el origen de los asuntos en que se emitieron los criterios contendientes.
A. Criterio del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito al resolver el amparo en revisión 87/2018
A.1. Antecedentes
a) El 8 de septiembre de 2017, Karla Yesenia Magaña López, por sí y en representación de sus menores hijas K. D. M. L. y J. L. G. M., promovió juicio de amparo en contra de la prohibición de ingresar y hacer uso de las instalaciones del Albergue Comunitario para Familias Jornaleras Agrícolas Migrantes, en el Municipio de Tanhuato, Michoacán. El Juez Quinto de Distrito en el Estado de Michoacán determinó, por una parte, sobreseer respecto de los actos reclamados a ciertas autoridades y, por otra, conceder el amparo a la quejosa.
b) En contra de la anterior determinación, el 23 de enero de 2018 la quejosa interpuso recurso de revisión. El asunto fue turnado al Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y del Trabajo del Décimo Primer Circuito bajo el expediente 87/2018 y en sentencia de 17 de enero de 2019 se determinó confirmar la sentencia recurrida.

A.2. Razonamiento
7. En lo destacado, el tribunal colegiado señaló lo siguiente:

a) Los integrantes del Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativo y de Trabajo del Décimo Primer Circuito han determinado en diverso asunto que el juicio de amparo es un proceso constitucional de carácter sumario cuya única finalidad consiste en restituir las cosas al estado que tenían antes de la violación reclamada. 
b) En este sentido, en el juicio de amparo no cabe la posibilidad de que los jueces decreten compensaciones económicas a cargo de la autoridad responsable como medidas de reparación, puesto que en la sentencia de amparo no se prejuzga en torno a la responsabilidad civil o administrativa de la autoridad que dictó la sentencia recurrida. 
c) La doctrina especializada se ha pronunciado en torno a los inconvenientes de analizar temas complejos en el juicio de amparo, tales como las cuestiones relacionadas con la prueba del daño, la conexión causal entre éste y la conducta de las autoridades o la cuantificación de una posible indemnización. 

d) Luego, los juicios de responsabilidad civil o responsabilidad patrimonial del Estado a través de acciones específicas, suelen ser medios más adecuados para analizar el tema de compensaciones económicas por vulneración de derechos humanos.

e) Por otro lado, no existen disposiciones en la Ley de Amparo que permitan a los jueces decretar compensaciones económicas en las sentencias de amparo como medidas de reparación a las violaciones de derechos humanos alegadas en esos juicios. Así, el dictado de medidas compensatorias únicamente puede darse en el incidente de cumplimiento sustituto o a través de las demás vías legalmente establecidas para ello. 
f) En esas circunstancias, la omisión del juez respecto al pronunciamiento sobre la procedencia o improcedencia de la reparación de los daños y perjuicios reclamados por violación de derechos humanos de las quejosas se encuentra apegada a derecho. 
B. Criterio del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito al resolver el amparo en revisión 437/2016 
B.1. Antecedentes
a)
El 12 de junio de 2015, Mario Enrique Guerra Garza, en representación de su madre Martha Garza Santos, promovió juicio de amparo en contra de la privación ilegal de la libertad, malos tratos, tortura física y psicológica que las autoridades responsables llevaron a cabo en contra de la quejosa en el hospital en que fue internada.

b)
Seguidos los trámites procesales correspondientes, el Juez Primero de Distrito en Materia Administrativa en el Estado de Nuevo León determinó sobreseer en el juicio de amparo. 
c)
En contra de la anterior determinación, Mario Enrique Guerra Garza, en nombre de la quejosa, interpuso recurso de revisión, en el que el tribunal colegiado resolvió modificar la resolución recurrida, para, por un lado, sobreseer respecto a los actos consistentes en privación ilegal de la libertad y tortura física y psicológica y, por otro, conceder el amparo a la quejosa en contra de los actos reclamados consistentes en incomunicación y malos tratos.
B.2. Razonamiento
8. El órgano colegiado modificó el sobreseimiento, tomando en consideración que si bien ante el fallecimiento de la quejosa no era posible restituirle en el goce de su derecho o regresar las cosas al estado que tenían antes de la violación a su esfera particular, lo cierto es que ese argumento era insuficiente para decretar el sobreseimiento en el juicio, porque de comprobarse que, no obstante su fallecimiento, tuvo lugar una violación de sus derechos humanos, resultaría aplicable lo dispuesto en el artículo 63.1 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, en el sentido de que procede una justa reparación y satisfacción de la parte lesionada que, conforme a la jurisprudencia establecida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, pueden considerarse con ese carácter los familiares de aquella. 
9. En lo que interesa, confirmó el sobreseimiento sobre los actos consistentes en privación ilegal de la libertad y tortura física y psicológica, pero señaló que la incomunicación y las lesiones físicas sufridas por la quejosa en el hospital fueron provocadas por negligencias médicas, consistentes en daño renal irreversible, infecciones intrahospitalarias y una cicatriz visible y perpetua en el dorso de la nariz, lo que tenía como consecuencia que, a pesar de haber fallecido la quejosa, se concediera el amparo.

10. Lo anterior, porque en términos de los artículos 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 1º, 2º y 27 de la Ley General de Víctimas, 1° y 4°, cuarto párrafo, de la Constitución General; 1, 1-bis, 2 y 135 de la Ley Estatal de Salud del Estado de Nuevo León se infiere que, cuando se resuelva que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados y, si fuera procedente, la reparación de las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada.
11. La restitución integral de los derechos del quejoso afectado, en el caso, de los familiares que resintieron los daños que le fueron infringidos a la paciente con motivo de su convalecencia en el hospital, lo cual comprende la reparación integral consistente en medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no repetición en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica, las cuales serán implementadas a favor de la víctima, teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del hecho, violación de derechos y sus circunstancias y características.
12. En esta tesitura, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que los familiares de las víctimas de violaciones de derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas, al soportar violaciones a sus derechos a la integridad psíquica y moral como producto del sufrimiento causado por las violaciones perpetradas contra sus seres queridos. De igual forma, la Corte Europea de Derechos Humanos ha aceptado que cuando se violan derechos fundamentales de una persona humana, tales como el derecho a la vida o a la integridad física, las personas más cercanas a la víctima también pueden ser consideradas como víctimas, pudiendo tomarse en cuenta incluso la proximidad del vínculo familiar, las circunstancias particulares de la relación con la víctima, entre otros. 
13. La Secretaría de Salud del Estado debe verificar cualquier prestación de servicios de salud que otorguen tanto instituciones públicas como privadas, por lo que el daño ocasionado a la quejosa derivado de la desatención en el cumplimiento de la normatividad aplicable que debía observar el hospital de la Ley General de Salud y la Ley Estatal de Salud, debe compensarse a través de una indemnización.
14. Debido al maltrato físico y a la incomunicación que sufrió la paciente, existió un daño moral en perjuicio de su familia, quienes no pudieron acceder a la visita de la paciente para constatar su estado de salud y que no podía valerse por sí misma, además de las lesiones que sufrió durante su convalecencia en el hospital responsable, por lo que los daños inmateriales y psicológicos atienden a la proximidad del vínculo familiar, tomando en cuenta que debido al estado de salud, la paciente no estaba en aptitud de tomar las decisiones que le beneficiaran, pero impedir la visita a éstos propició que no pudieran ayudarla.
15. Por las justificaciones expuestas, el amparo se concedió para los efectos siguientes:

a) El Secretario de Salud del Estado emita una resolución en la que, acorde a los lineamientos establecidos en la ejecutoria, determine sancionar al hospital privado por la incomunicación y malos tratos ocasionados a la paciente por haber actuado con negligencia y descuido en su tratamiento, con lo que se transgredió su derecho fundamental de salud, no discriminación y dignidad, por lo que deberá imponer multa en términos del artículo 135 de la Ley Estatal de Salud del Estado tomando en cuenta que su conducta es grave; brindar atención psicológica a los familiares de la paciente quejosa si está de acuerdo con ello; determinar a cargo del hospital una indemnización compensatoria por el daño material ocasionado; indemnización por daño moral; cursos de capacitación para el hospital para prevenir y eliminar actos como el sucedido.

b) Que las autoridades de salud y el hospital particular ajusten su conducta a los protocolos de actuación que se encuentran establecidos, tanto en normas federales, locales e internacionales, con fundamento en el artículo 27 de la Ley General de Víctimas.

c) Que la Secretaría de Salud del Estado de Nuevo León imponga al hospital particular la obligación de realizar un acto público en la propia institución de reconocimiento de responsabilidad y para ofrecer una disculpa a los familiares de la quejosa, por los daños irreparables causados con motivo de la incomunicación y maltrato que sufrió la paciente; siempre y cuando los familiares manifiesten estar de acuerdo con ello.
d) Al acto relativo deberá convocarse a los familiares y estar presente las autoridades de la Secretaría de Salud y del hospital privado, con la precisión de que la convocatoria deberá hacerse con el tiempo suficiente entre la notificación y la ceremonia que, además, será solemne. En la comunicación la autoridad deberá correr traslado del programa y del contenido exacto a los familiares de la paciente a fin de que tengan la certeza del propósito y no puedan ser objeto de una ofensa mayor ni de justificación a lo que ya se determinó. Lo anterior con fundamento en el artículo 27 de la Ley General de Víctimas.
V.
EXISTENCIA DE LA CONTRADICCIÓN
16. Sentada la exposición de las ejecutorias materia de análisis, debe determinarse a continuación si existe la contradicción de tesis denunciada.
17. Para dilucidar lo anterior, debe analizarse si los tribunales colegiados de circuito, al resolver los asuntos que son materia de la denuncia, realmente sostuvieron tesis contradictorias; entendiéndose por tesis el criterio adoptado por el juzgador a través de argumentaciones lógico-jurídicas para justificar su decisión en una controversia.
18. En efecto, lo que configura la existencia de una contradicción es que dos o más órganos jurisdiccionales terminales del mismo rango, adopten criterios jurídicos discrepantes sobre un mismo punto de derecho o sobre un problema jurídico central, independientemente de que las cuestiones fácticas que rodean los casos que generan esos criterios no sean iguales, ya que las particularidades de cada caso no siempre resultan relevantes y pueden ser sólo adyacentes
.
19. Lo anterior con la finalidad de proporcionar certidumbre en las decisiones judiciales y dar mayor eficacia a su función unificadora de la interpretación del orden jurídico nacional. Para determinar si existe la contradicción de tesis, conviene atender a las consideraciones y razonamientos contenidos en las ejecutorias de los tribunales colegiados de circuito, de las que se ha hecho mención en el apartado anterior.
20. Así, de acuerdo con lo resuelto por este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en sesión de 30 de abril de 2009, una nueva forma de aproximarse a los problemas que se plantean en este tipo de asuntos debe radicar en la necesidad de unificar criterios y no en la de comprobar que se reúna una serie de características determinadas en los casos resueltos por los tribunales colegiados de circuito. Por ello, para comprobar que una contradicción de tesis es procedente, se requiere la referida necesidad de unificación; es decir, una posible discrepancia en el proceso de interpretación, más que en el producto de este.
21. En otras palabras, para resolver si existe o no una contradicción de tesis será necesario analizar detenidamente cada uno de los procesos interpretativos involucrados ―y no tanto los resultados que ellos arrojen―, con el objeto de identificar si en algún tramo de los respectivos razonamientos se tomaron decisiones distintas ―no necesariamente contradictorias en términos lógicos― aunque legales. 
22. Si la finalidad de la contradicción de tesis es la unificación de criterios, y dado que el problema radica en los procesos de interpretación y no, propiamente el sentido adoptado por cada uno de los tribunales entonces es posible afirmar que para que una contradicción de tesis sea procedente es necesario que se cumplan las siguientes condiciones: 
a) Los tribunales colegiados contendientes debieron haber resuelto alguna cuestión litigiosa en la que se vieron en la necesidad de ejercer el arbitrio judicial a través de un ejercicio interpretativo mediante la adopción de algún canon o método, cualquiera que fuese.

b) Entre los ejercicios interpretativos respectivos se debe encontrar algún punto de toque; es decir, que exista al menos un tramo de razonamiento en el que la interpretación ejercida gire en torno a un mismo tipo de problema jurídico: ya sea el sentido gramatical de una norma, el alcance de un principio, la finalidad de una determinada institución o cualquier otra cuestión jurídica en general; y que sobre ese mismo punto de derecho, los tribunales contendientes adopten criterios jurídicos discrepantes.

c) Que lo anterior pueda dar lugar a la formulación de una pregunta genuina acerca de si la manera de acometer la cuestión jurídica es preferente con relación a cualquier otra que, como la primera, también sea legalmente posible.

23. Primer Requisito. Ejercicio interpretativo y arbitrio judicial. En el caso, los tribunales colegiados Primero en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Decimoprimer Circuito, al resolver las cuestiones litigiosas presentadas, se vieron en la necesidad de ejercer el arbitrio judicial para determinar si a través del juicio de amparo indirecto, los juzgadores federales pueden establecer medidas de reparación por la violación a derechos humanos; es decir, al pago de compensación económica por daños materiales y morales causados por las autoridades responsables o por terceros interesados y a la ejecución de medidas de satisfacción y de no repetición, en términos de la legislación mexicana.
24. Así, este Tribunal Pleno determina que el primer requisito de existencia se colma en las resoluciones abreviadas en el apartado anterior, en tanto que los tribunales colegiados contendientes se pronunciaron sobre si los juzgadores de amparo indirecto están facultados para imponer medidas de reparación del daño en favor de las víctimas por violaciones a derechos humanos. 

25. Segundo Requisito. Punto de toque y diferendo de criterios interpretativos. En cuanto al requisito material consistente en la actualización de un punto de toque, del análisis a las diferentes ejecutorias remitidas a este Alto Tribunal, se advierte que los ejercicios interpretativos realizados por los tribunales colegiados Primero en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Decimoprimer Circuito divergen en cuanto al tema que se denuncia.
26. En primer término, los razonamientos expresados por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito fueron en el sentido de que los jueces de amparo cuentan con facultades para establecer medidas de reparación por violación a derechos humanos, en favor de las personas afectadas. Por el contrario, el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Decimoprimer Circuito sostuvo que la legislación mexicana no atribuye facultad alguna a los operadores constitucionales para establecer en los efectos del amparo tales medidas de reparación.
27. Cabe señalar que en uno y otro casos los bienes jurídicos tutelados y cuya violación se señaló transgredida son distintos, en tanto que el asunto sometido a la jurisdicción del Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito tenía como acto impugnado la negativa de ingreso y uso de las instalaciones de un albergue, mientras que el caso resuelto por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito implicó la privación ilegal de la libertad, malos tratos y muerte de una persona internada en un hospital privado.
28. No obstante, lo destacado en ambos es que las quejosas solicitaron, además del amparo, medidas de reparación por violaciones a derechos humanos, sobre las que los tribunales colegiados en el amparo en revisión no coinciden en cuanto a la facultad del juzgador de amparo para hacerlo.
29. Dicho de otro modo, el punto de toque versa sobre la facultad que tiene el juzgador de amparo para dictar medidas de reparación por violaciones a derechos humanos en la sentencia de amparo, con lo cual se cumple con el segundo requisito de existencia de la contradicción de tesis, entre los órganos jurisdiccionales antes señalados.
30. Tercer requisito. Formulación de los cuestionamientos que surgen respecto del tema en contradicción. Una vez acreditados los dos primeros elementos para la configuración de la contradicción de tesis, este Tribunal Pleno está en aptitud de formular una pregunta que deba ser respondida a través del estudio que al efecto realice.
31. En el caso, se estima que el cuestionamiento a responder es si los juzgadores de amparo cuentan con facultad para determinar qué medidas de reparación proceden por violaciones a derechos humanos reconocidas en sus determinaciones judiciales.
VI.
ESTUDIO DE FONDO
32. El Tribunal Pleno determina que debe prevalecer, con carácter de jurisprudencia, el criterio sustentado en esta resolución, con base en los razonamientos que a continuación se exponen.
A. La naturaleza constitucional y convencional de la reparación
33. Para comprender las características de la reparación, es indispensable establecer, en primer lugar, el concepto de “daño” como el hecho que la provoca.

34. Al respecto, la legislación mexicana reconoce la existencia del “daño” en distintas legislaciones y en cada una de ellas se define en atención al bien jurídico tutelado. En la materia civil, se relaciona con el menoscabo patrimonial que se produce por el incumplimiento de una obligación, en la penal proviene de la conducta ilícita de una persona en detrimento de otra; en ámbito laboral se vincula con las lesiones o enfermedades que sufran los trabajadores en el ejercicio de sus tareas y, en el administrativo, con la actuación irregular del Estado. 
35. Sin embargo, con independencia del área jurídica en la que se determine, el común denominador en su definición es que el daño (damnum) envuelve el deterioro, menoscabo, destrucción, ofensa o dolor que se provoca a una persona, a sus bienes o valores morales o sociales
 y, en este sentido, es posible clasificar tipos de daño distintos, pero no excluyentes entre sí, que se vinculan con el bien jurídico lesionado: 
· Físico (afectación al cuerpo de la persona); 
· Moral (afectación a los sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos o la consideración que de sí misma tienen otras personas)
; 
· Patrimonial (repercusión a la aptitud productiva de la víctima, que provoca la disminución de sus ingresos presentes y futuras)
, y; 
· Al proyecto de vida (pérdida o menoscabo grave de oportunidades de desarrollo personal de forma total o parcialmente irreparable, tales como estudio, empleo o de otra naturaleza)
.
36. Por ello, a nivel constitucional, el énfasis que reiteradamente se hace a las reformas de 21 de septiembre de 2010, 14 de junio de 2002, 18 de junio de 2018; 29 de julio de 2010 y de 6 y 10 de junio de 2011 está justificado, pues a través de ellas y aunado a otras cuestiones, se reconoció que el daño en perjuicio de las personas trae como consecuencia su reparación integral como derecho de la víctima u ofendido y a impugnar las determinaciones del Ministerio Público que afecten su obtención (artículos 17, párrafo quinto, y 20, apartado A, fracción I, y apartado C, fracción IV); por el actuar irregular del Estado (anteriormente en el artículo 113, párrafo segundo, y ahora en el artículo 109, último párrafo), por actos cometidos en perjuicio de un grupo o colectividad (artículo 17, párrafo cuarto) o, en general, por violaciones a los derechos humanos de una persona (artículo 1°, párrafo tercero)
.
37. Además, no es posible concebir el proceso evolutivo constitucional sin tener también en consideración, incluso como fuente, al contenido del 63.1
 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (la Convención) y, desde luego, el desarrollo jurisprudencial que, sobre el precepto, ha llevado a cabo la Corte Interamericana de Derechos Humanos (la Corte Interamericana) en materia de reparaciones.
38. Al resolver el caso Velásquez Rodríguez v. Honduras
, la Corte Interamericana señaló:

25.
Es un principio de Derecho internacional, que la jurisprudencia ha considerado "incluso una concepción general de derecho", que toda violación a una obligación internacional que haya producido un daño comporta el deber de repararlo adecuadamente. La indemnización, por su parte, constituye la forma más usual de hacerlo (Factory at Chorzów, Jurisdiction, Judgment No. 8, 1927, P.C.I.J., Series A, No. 9, pág. 21 y Factory at Chorzów, Merits, Judgment No. 13, 1928, P.C.I.J., Series A, No. 17, pág. 29; Reparation for Injuries Suffered in the Service of the United Nations, Advisory Opinion, I.C.J. Reports 1949, pág. 184).

26.
La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional consiste en la plena restitución (restitutio in integrum), lo que incluye el restablecimiento de la situación anterior y la reparación de las consecuencias que la infracción produjo y el pago de una indemnización como compensación por los daños patrimoniales y extrapatrimoniales incluyendo el daño moral.

27.
En lo que se refiere al daño moral, la Corte declara que éste es resarcible según el Derecho internacional y, en particular, en los casos de violación de los derechos humanos.  Su liquidación debe ajustarse a los principios de la equidad.

28.
La indemnización por violación de los derechos humanos encuentra fundamento en instrumentos internacionales de carácter universal y regional.  El Comité de Derechos Humanos, creado por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas, ha acordado repetidamente, con base en el Protocolo Facultativo, el pago de indemnizaciones por violaciones de derechos humanos reconocidos en el Pacto (véanse por ejemplo las comunicaciones 4/1977; 6/1977; 11/1977; 132/1982; 138/1983; 147/1983; 161/1983; 188/1984; 194/1985; etc., Informes del Comité de Derechos Humanos, Naciones Unidas).  Lo propio ha hecho la Corte Europea de Derechos Humanos con base en el artículo 50 de la Convención para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales.

29.
El artículo 63.1 de la Convención Americana establece:

[se transcribe]
30.
Ninguna parte de este artículo hace mención ni condiciona las disposiciones de la Corte a la eficacia de los instrumentos de reparación existentes en el derecho interno del Estado Parte responsable de la infracción, de manera que aquélla no se establece en función de los defectos, imperfecciones o insuficiencias del derecho nacional, sino con independencia del mismo.

31.
Esto implica que la Corte, para fijar la indemnización correspondiente, debe fundarse en la Convención Americana y en los principios de Derecho internacional aplicables a la materia.

39. Como se observa, la Corte sostuvo que el artículo 63.1 de la Convención recoge una norma consuetudinaria que la faculta para señalar en sus resoluciones el deber del Estado de reparar por las violaciones a derechos humanos de las que sean víctimas, en la cual la acreditación del daño produce efectos en las esferas material e inmaterial de la persona.
40. Así, la norma permite a la Corte Interamericana
:
· Garantizar al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados;
· Dispondrá, de ser procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de los derechos, y;
· El pago de una justa indemnización a la parte lesionada.

41. Por tanto, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (la Constitución) y los tratados internacionales de derechos humanos, en especial la Convención, conforman el núcleo del ordenamiento jurídico nacional en materia de derechos humanos y, por ende, fijan los cimientos de las obligaciones a cargo de las autoridades y sobre los que versará la eventual reparación por transgresión a los bienes y valores jurídicos de las personas. Son el parámetro fundamental sobre el que descansará toda interpretación relacionada con este deber constitucional y los fundamentos de la vía adecuada para que la reparación suceda.

42. En el caso específico de reparación por violaciones a derechos humanos, el sistema jurídico mexicano no ha sido ajeno a las circunstancias históricas y los cambios que la sociedad mexicana ha experimentado desde la promulgación de la Constitución el 5 de febrero de 2017 y, por esta razón, su poder reformador ha intentado adecuar el contenido de la Norma Fundamental a las nuevas realidades y necesidades del país; pues las “garantías individuales” que el constituyente de 1917 “otorgó” han variado en su concepto e interpretación, ya que en un inicio no eran propias de todas las personas, sino que, a través de la exigencia social y el impulso de la doctrina, estas garantías fueron extendiéndose, lentamente, en la Constitución
. 

43. Esto se hace palpable con sólo observar el progreso que ha seguido nuestra historia constitucional, la cual ha transitado del reconocimiento de los derechos del hombre (1857) al otorgamiento de garantías (1917) y, finalmente, al reconocimiento de derechos humanos (2011); etapa esta última en la que la reparación por la transgresión a los valores y bienes de las personas tiene un valor preponderante como garantía y obligación a cargo de las autoridades conminadas a ello, como lo ordena el párrafo tercero del artículo 1° de la Norma Fundamental.
44. Razón por la cual, en este momento evolutivo, resulta indispensable comprender que la reparación integral del daño tiene, además de una obligación doméstica e internacional del Estado, el carácter de derecho fundamental de las víctimas
, no obstante que, a nivel interamericano y nacional, las reparaciones puedan variar en atención al derecho violado y a la responsabilidad de la autoridad que corresponda en cada caso debido a las jurisdicciones y los alcances que, en cada caso, tienen las cortes internacionales de derechos humanos frente a las nacionales en atención, también, a la distinción y ámbito de los ordenamientos jurídicos que las regulan.
45. Esta situación, sin embargo, no provoca que, en cuanto a la reparación por violaciones de derechos humanos, se configure un abismo que impida a las obligaciones internacionales empatar con las domésticas, ya que, en la mayoría de los casos, las diversas medidas restitutorias son factibles dependiendo del daño y la posibilidad real de volver las cosas al estado en que se encontraban previo a la transgresión, como se explicará con posterioridad.
B. Marco legal mexicano de la reparación por violaciones a derechos humanos

46. Debe recordarse que el reconocimiento de la reparación del daño previsto en las reformas a la Constitución a que se hizo mención con antelación, obligaron también al poder legislativo a dotar de herramientas a las funciones del Estado para cumplir con las disposiciones constitucionales en materia de derechos humanos, pues debe recordarse que en las vías civil, penal y de responsabilidad patrimonial del Estado, los mecanismos de reparación integral estaban en funcionamiento mediante los ordenamientos correspondientes. 
47. A pesar de ello y aun con la existencia de algunos ordenamientos especializados, era necesario establecer un mecanismo de reconocimiento de víctimas a las personas por violaciones de derechos humanos (además de por la comisión de un delito) y el derecho a la reparación integral.
48. Como primera acción, a través de las iniciativas presentadas el 22 de abril de 2010, 28 de abril de 2011 y 17 de abril de 2012, senadores pertenecientes distintos grupos parlamentarios propusieron proyectos de decreto para expedir la Ley Federal de Derechos de las Víctimas del Delito, la Ley General de Protección y Reparación Integral a Víctimas de Violaciones a Derechos Humanos generados por la Violencia y la Ley General de Víctimas, turnadas en su momento a las Comisiones Unidas de Gobernación, Justicia y Estudios Legislativos Segunda.
49. Hecho el análisis relativo, las Comisiones Unidas, con base en el artículo 73, fracción XXX,
 constitucional en relación con los artículos Segundo y Octavo transitorio del Decreto de junio de 2008
 y Segundo transitorio del Decreto de 10 de junio de 2011
, determinaron que las iniciativas en análisis correspondían “[a] un momento trascendente de nuestro país en el que miles de mexicanos y mexicanas han sido afectadas y menoscabadas en sus derechos producto de la comisión de delitos y de la violación a sus derechos humanos, por lo que la aprobación de esta ley [p]uede aportar a la lucha por la dignificación, la memoria, la atención, ayuda y reparación integral a las víctimas del delito y de la violación a derechos humanos”.
50. De igual manera, el dictamen señaló que:

En el análisis general de las tres iniciativas, las comisiones unidas reconocen que ellas se fundamentan en los artículos 1, párrafo tercero; 17 y 20, apartado C, todos ellos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que tienen una base constitucional indiscutible que haremos notar con los textos constitucionales vigentes.

Es de precisarse que en el Artículo Primero de la Constitución, se ha establecido un bloque de constitucionalidad que, a través de la interpretación conforme de la Constitución y los tratados internacionales de los que nuestro país sea parte, trae a nuestra normatividad las normas de derechos humanos, entre ellas las que establecen los estándares de protección, atención, reparación integral de víctimas de violaciones a derechos humanos, establecidas en el derecho interno e internacional, siempre favoreciendo la que señale la más amplia protección a la persona humana, tal como se señala en el artículo 1 constitucional:

[…]

Particularmente, el tercer párrafo del artículo 1 establece que todas las autoridades, es decir, de los tres órdenes de gobierno y de los tres poderes de la Unión: [t]ienen obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

Y que como consecuencia de ello: [e]l Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

[…]

Por lo que estas comisiones unidas consideran que es de incorporar en esta ley, que tiene como objetivo la reparación integral, todos los aspectos normativos que tienen su sustento en la propia Constitución y en las normas de derechos humanos contenidas en tratados internacionales de los que México forma parte, para la reparación a las víctimas de violaciones a derechos humanos en los términos que se ha establecido el Artículo 1 del texto constitucional vigente.

[…]

Más aún [l]a tesis aislada […] P. LXVII/2010 que señala el deber de reparación adecuada a favor de las víctimas o a sus familiares que está a cargo de los poderes públicos conforme corresponde al sistema jurídico mexicano establecido en la Constitución. La tesis establece lo siguiente: DERECHOS HUMANOS. SU VIOLACIÓN GENERA UN DEBER DE REPARACIÓN ADECUADA EN FAVOR DE LA VÍCTIMA O DE SUS FAMILIARES, A CARGO DE LOS PODERES PÚBLICOS COMPETENTES.

[…]

B. Justificación del Dictamen

[…]

El decreto va a contener la protección, atención y reparación integral de los derechos de las víctimas en general, ya sea delitos como de violaciones a derechos humanos y va a complementar la legislación especializada adoptada en la materia con el objetivo de brindar mayor protección a las víctimas, por lo que con una legislación general, se armonizarán los códigos de procedimientos penales, así como toda la legislación especializada enfocada a atender algunos fenómenos delictivos como la trata de personas o los secuestros y las violaciones a derechos humanos.

Una ley general, como la que se está proponiendo en las iniciativas 2 y 3, establece la distribución de competencias en relación con los diferentes componentes que la integran, y [u]na ley general distribuye competencias a la Federación, a los estados, al Distrito Federal y municipios, al tiempo mismo tiempo (sic) que define las responsabilidades de todas las dependencias e instancias de los tres poderes que participan, de conformidad con sus propias atribuciones, en la aplicación de los componentes de la ley.

Es por ello, que las comisiones unidas consideran pertinente que la ley sea general
.

[…]

51. Como se observa, los objetivos que se buscaron con la creación de una ley especial fueron:

· Establecer los mecanismos de reparación integral por violaciones a derechos humanos o en favor de las víctimas por la comisión de hechos delictivos;
· Complementar a la legislación especializada en materias de protección de derechos humanos y penal;
· Armonizar la legislación especializada en atender fenómenos delictivos y violaciones a derechos humanos;
· Indicar las responsabilidades a cargo de cada una de las funciones del Estado, de conformidad con sus propias atribuciones en la aplicación de los componentes de la ley.

52. Una vez seguido el proceso legislativo, fue publicada en el Diario Oficial de la Federación de 9 de enero de 2017 el decreto por el que se expidió la Ley General de Víctimas (LGV), de orden público, interés social y observancia en todo el territorio nacional y que establece las líneas generales para establecer la reparación integral por los daños causados a las víctimas del delito o por violaciones a derechos humanos, aplicando siempre la norma que más favorezca a la víctima de entre las expedidas por el Congreso y obligando a las autoridades, en el ámbito de sus competencias a proporcionar ayuda, asistencia o reparación integral a las víctimas y a actuar en atención a los principios y criterios establecidos en la ley, entre otros deberes
.
53. En cuanto al derecho a la reparación integral por violaciones a derechos humanos, el Dictamen de las Comisiones Unidas estableció que tiene por finalidad “[p]romover la justicia, remediando los daños causados” la cual deberá ser “[p]roporcional a la gravedad de los delitos o violaciones y al daño sufrido y que cuando se determine que una persona física o jurídica u otra entidad está obligada a dar reparación a la víctima o indemnizar al Estado si éste hubiera ya dado reparación a la víctima”.
54. Asimismo, se señaló que “[e]l derecho de las víctimas a la reparación del daño y a que ésta sea a través de las medidas de restitución, compensación, rehabilitación, satisfacción y medidas de no repetición que se constituyen en un concepto abarcador para la protección y atención que representa la reparación integral”.

55. Esta decisión fue impresa en el contenido final de la LGV, por lo que el derecho de las víctimas a ser reparadas
, de forma similar a las determinadas por la Corte Interamericana, se establecen a través de medidas no pecuniarias o pecuniarias: restitución, compensación (o indemnización), rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. Por tanto, la característica económica de la medida de reparación dependerá del contenido de la obligación, por lo que es posible que, al establecer alguno o varios de los mecanismos, sea necesario fijar el pago de alguna cantidad para su total efectividad.

56. Todas estas medidas de reparación integral, se indica, tendrán una dimensión individual, colectiva
, material, moral y simbólica, que serán implementadas tomando en consideración la gravedad y magnitud del hecho victimizante o de la violación de los derechos de la persona, así como las circunstancias y características del evento.

· Restitución
 
57. En los términos que la LGV expone, la restitución a los derechos conculcados, bienes y propiedades que hubieren sido despojados a la persona podrán consistir en el restablecimiento de la libertad (en caso de secuestro o desaparición), de los derechos jurídicos, de la identidad, vida y unidad familiar, ciudadanía y derechos políticos; regreso digno y seguro al lugar de residencia u origen; reintegración en el empleo; devolución de todos los bienes o valores que hayan sido incautados o recuperados por las autoridades incluyendo sus frutos y accesorios y, de no ser posible, el pago de su valor actualizado o la entrega de un bien fungible, y; la eliminación de registros penales en caso de revocación de la sentencia condenatoria.

58. En este sentido, el objeto de la ley es acorde con el sistema jurídico nacional y con los precedentes de la Corte Interamericana en el sentido de que la restitución busca devolver a la víctima a la situación anterior a la violación y, de esta manera, se erige como la medida de reparación idónea. No obstante, la plena restitución de los derechos a la persona afectada no siempre es posible y, consecuentemente, es necesario su complemento con otros medios reparatorios.
· Rehabilitación

59. Esta medida implica la recuperación física, psíquica y psicológica de la persona afectada por el hecho transgresor, al consistir en medidas tendientes a reintegrar a la víctima a la sociedad, grupo o comunidad, las cuales pueden ser, de forma enunciativa, en la atención médica, psicológica y psiquiátrica especializada; la proporción de servicios y asesoría jurídicos tendientes a facilitar el ejercicio de los derechos de las víctimas y a garantizar su disfrute pleno y tranquilo; servicios sociales para restablecer la condición de persona y ciudadana; programas de educación y capacitación laboral para reintegro a la sociedad y realización del proyecto de vida.

· Compensación

60. Las violaciones a derechos humanos, incluyendo el error judicial, podrán sujetarse a compensación (o indemnización) por los perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables, las cuales podrán ser entre otras y como mínimo la reparación del daño en la integridad física o moral, el resarcimiento de los perjuicios o lucro cesante por el pago de salarios o percepciones o por las lesiones que hubieren causado incapacidad para trabajar, la pérdida de oportunidades de educación y prestaciones sociales, daños patrimoniales, gastos y costas judiciales del asesor jurídico privado, pago de tratamientos médicos o terapéuticos para la recuperación de la salud física y psíquica, gastos comprobables de transporte, alojamiento, comunicación o alimentación para asistir al tratamiento.

61. La relevancia de este medio de reparación radica en que la ley señala que todas las víctimas por violación a sus derechos humanos serán compensadas de conformidad con la resolución que en, su caso emita un órgano jurisdiccional nacional, un órgano jurisdiccional internacional o reconocido por el Estado mexicano, un organismo público de protección a los derechos humanos nacional o internacional reconocido mediante tratado internacional, cuando su resolución no pueda ser sometida a la consideración del órgano jurisdiccional internacional previsto en el mismo tratado.

· Medidas de satisfacción

62. Como medidas no pecuniarias, la ley reconoce a las medidas de satisfacción como aquéllas buscan que la persona recupere su dignidad a través de actos públicos; por tanto, se trata de actos que se ordenan para resarcir daños inmateriales
.

63. Estas medidas podrán ser verificación de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad (siempre que no afecte a la víctima, a sus familiares y demás personas involucradas); la búsqueda de personas desaparecidas (inclusive de los cuerpos u osamentas) y la ayuda para recuperarlos e identificarlos; la declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, reputación y derechos de la víctima y personas vinculadas a ella; la disculpa pública (reconocimiento de los hechos y aceptación de responsabilidades); aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los responsables de las violaciones a los derechos humanos, y; la realización de actos que conmemoren el honor, la dignidad y la humanidad de las víctimas vivas o fallecidas.

64. Cabe señalar que a pesar de que la ley indica algunas medidas de satisfacción, quizás, las más comunes, pero con ello no se cierra el catálogo, pues la expresión “entre otras” admite acciones tan amplias como la diversidad de violaciones a derechos humanos y maneras en que impactan a cada víctima. Por esta razón, su definición no es restrictiva ni puede ceñirse a un número estricto de situaciones, pero sí podrán encontrar límite en su viabilidad para ser ejecutadas por la autoridad conminada a ello y que no contravengan principios de orden público
, como se explicará posteriormente.
· Medidas de no repetición
65. Este medio de reparación
 se adopta con el fin de evitar que las víctimas vuelvan a ser objeto de violaciones a sus derechos y para contribuir a prevenir o evitar la repetición de actos de la misma naturaleza. Incluso, su objetivo es todavía más importante cuando se pretende erradicar eventos recurrentes de violaciones, por lo que, en su alcance colectivo, buscan evitar que otras personas experimenten los mismos hechos transgresores a derechos humanos
.

66. Con base en las nociones apuntadas, es posible comprender que la “reparación integral” que prevé la Ley General de Víctimas tiene como primera finalidad, restablecer a la persona en las condiciones en que se encontraba previo a la comisión del delito o la violación a sus derechos; pero, de ser imposible o insuficiente la medida, podrá complementarse con el resto de los mecanismos previstos en la ley y que -se reitera- no son excluyentes unos de otros; por el contrario, su conjunción significa una multiplicidad de reparaciones.

67. De hecho, cada medio de reparación deberá estar completamente justificado en cuanto a su relación con el acto transgresor, para sostener que es una consecuencia vinculada con este y su valoración se llevará a cabo atendiendo a los parámetros de gravedad, circunstancias y características de cada hecho que realice la autoridad competente.

C. El amparo como mecanismo constitucional de reparación por violaciones a derechos humanos
68. El sistema jurídico nacional está conformado por distintos ordenamientos para hacer válido el derecho de las personas a la reparación integral del daño, los cuales regularán la vía que la víctima elija o que, en su caso proceda, ya sea de carácter jurisdiccional (vía civil, penal o de amparo) o no jurisdiccional (procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado, mecanismos ante el sistema Ombudsperson nacional o estatal, mecanismos ante la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas o la Comisión Nacional para Prevenir la Discriminación).
69. El juicio de amparo, por ser el que interesa, es una vía de carácter jurisdiccional que, al tratarse de un medio de control constitucional concentrado, es facultad exclusiva del Poder Judicial de la Federación.

70. En lo relativo a sus obligaciones en materia de derechos humanos, así como los mecanismos a través de los cuales garantiza y hace efectiva su protección y reparación, el Poder Judicial de la Federación encuentra sus atribuciones, primordialmente, en el Título Tercero, Capítulo IV, de la Constitución; dentro de las que se encuentra la facultad para resolver -entre otras- las controversias que se susciten por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que violen los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección, en los términos que el Congreso de la Unión detalló en la ley reglamentaria específica.

71. A grandes rasgos, como se desprende de la Constitución y de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107, el juicio de amparo es un medio de control constitucional dirigido a resolver las controversias que se susciten por normas generales, actos u omisiones de autoridad que violen los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por la Constitución y los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; ya sea por su transgresión directa o porque la autoridad federal vulnere la soberanía de los Estados o que las entidades federativas invadan la esfera competencial de la Federación y ello repercuta en los valores o bienes jurídicos de las personas
.

72. Quien acciona el juicio constitucional será la persona o grupo de personas que aduzcan la transgresión a sus derechos como responsabilidad de una autoridad o de un particular que lleve a cabo un acto en ejercicio de una prerrogativa o poder normativo de fuente estatal
, en el que podrá haber quienes tengan un interés opuesto al de aquéllos (tercero interesado) e intervendrá, de estimarlo necesario, el Ministerio Público Federal
. 

73. De lograr la parte quejosa su pretensión, el juzgador de amparo concederá la protección constitucional y determinará con precisión los efectos de la sentencia, las medidas que las autoridades o particulares deberán adoptar para asegurar su estricto cumplimiento y la restitución a la persona en el goce del derecho violado.

74. Como lo concreta la Constitución, el juicio de amparo es un medio de control excepcional que protege a las personas por las violaciones que sufran a sus derechos fundamentales, ya sea por una autoridad o por un particular que actúe como tal, respecto del cual, sólo tienen facultad para resolverlo determinados órganos del Poder Judicial de la Federación
 de conformidad con las directrices que establece la ley reglamentaria de la materia.
75. Así, la actuación del Poder Judicial de la Federación en relación con la protección de derechos humanos proviene directamente del artículo 1° constitucional que lo conmina a ese deber en el ámbito de las competencias que al efecto disponga, desde luego, el Congreso de la Unión en tantos ordenamientos sean necesarios para tal fin, como parte de sistemas normativos más extensos y efectivos por el nexo y afinidad que existe entre los sujetos y objetos que cada ley prevé.

76. Por tanto, los ordenamientos tradicionalmente vinculados a la labor jurisdiccional federal para la promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos, es decir, Ley de Amparo y Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, si bien establecen, el primero, todo lo relativo a la tramitación del juicio de amparo y, la segunda, la organización de sus competencias para estos efectos y demás atribuciones constitucionales, lo cierto es que sus obligaciones no se limitan, exclusivamente, a estas leyes federales y, menos, en materia de obligaciones vinculadas a violaciones de derechos humanos.

77. De hecho, es posible complementar y reforzar estas disposiciones con las que al efecto igualmente establece el Congreso de la Unión y en las que se conmine al poder judicial lograr la plena satisfacción del mandato que indica el artículo 1°, párrafo tercero, de la Constitución.
78. Como es sabido, el juicio de amparo se concibe en dos vías: indirecta, cuando se trata de, entre otros casos, la impugnación a leyes inconstitucionales por su sola entrada en vigor o con motivo de su primer acto de aplicación
, y directa, cuando se impugnan resoluciones definitivas provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo
. 
79. No obstante, como se adelantó, esta resolución se ocupará exclusivamente del juicio de amparo indirecto en el que se señalan violaciones a derechos humanos por ser en el que se suscitó el conflicto de criterios y porque el objeto de estudio es completamente distinto al que se somete en el amparo directo (resoluciones definitivas provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo).
80. Pues bien, es indudable que el objetivo esencial del juicio de amparo es la restitución de los derechos violados de la víctima a través de las sentencias que dicten los jueces de distrito y tribunales unitarios de circuito (amparo indirecto) o, en su caso, los tribunales colegiados de circuito y la Suprema Corte de Justicia de la Nación (recurso de revisión), cuando la sentencia acoge la pretensión de la parte quejosa, en razón de litis que se hubiere fijado y los elementos que presentó en el juicio, lo que tendrá como consecuencia la precisión de determinados efectos a fin de que la autoridad responsable dé cumplimiento a la resolución constitucional en congruencia con las violaciones que hubieren quedado demostradas
.

81. En este sentido, es verdad que la restitución del derecho violado es la medida de reparación que, al igual que en cualquier otra vía, jurisdiccional o no, se busca con el juicio de amparo y que, desde luego, será la pretensión principal de la parte quejosa como víctima; porque el efecto jurídico de la sentencia definitiva que se pronuncie en el juicio constitucional que otorga el amparo es volver las cosas al estado que tenían antes de la violación, nulificando la ley y/o el acto reclamado y todas las consecuencias jurídicas que deriven de la vulneración de algún derecho fundamental.
82. Esta forma de reparación encuentra su fundamento en el artículo 77 de la Ley de Amparo que obliga a la autoridad responsable a reestablecer las cosas al estado que guardaban antes de la violación siempre que el acto reclamado fuere de carácter positivo o, cuando se impugnen actos negativos u omisivos, obligar a la autoridad responsable a respetar el derecho de que se trate y a cumplir lo que el mismo exija, mediante todas las medidas que deban ser adoptadas para asegurar que ello suceda
.

83. Por otro lado, el artículo 78
 señala que, cuando el acto reclamado es una norma general y se declara inconstitucional, la manera de lograr la restitución del derecho violado será con la extensión de efectos que la sentencia declare sobre todas aquellas normas y actos cuya validez dependa de la propia norma invalidada. Además, la ley confiere al juzgador la posibilidad, de ser el caso, de [e]specificar qué medidas adicionales a la inaplicación deberán adoptarse para restablecer al quejoso en el pleno goce del derecho violado.

84. Como se observa, la Ley de Amparo reconoce que la resolución estimatoria que se dicte en el caso constituirá un medio de reparación del daño, porque advierte la existencia de violaciones a derechos humanos y ordena a las autoridades responsables a restituir a la persona en el goce de sus bienes y valores jurídicos y dejar las cosas en el estado que estaban previo a la transgresión, para lo cual el juzgador podrá determinar medidas adicionales para una total restitución.
D. Respuesta al punto de contradicción
85. Este Alto Tribunal concluye que los juzgadores federales de amparo cuentan con la facultad y obligación de dictar las medidas de reparación que estimen adecuadas y pertinentes en los casos en que se verifican violaciones a derechos humanos reconocidas en sus resoluciones judiciales, con base en lo que establecen la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Ley de Amparo y la Ley General de Víctimas, a partir de las consideraciones que se exponen a continuación.

86. Como se adelantó, el desarrollo jurisprudencial de la Corte Interamericana sobre el artículo 63.1 tiene como objeto responsabilizar a nivel internacional a los Estados que violan las disposiciones de la Convención, a diferencia de lo que ocurre a través del juicio de amparo de índole doméstica; sin embargo, la distinción de ámbitos de aplicación no excluye de forma tajante que las medidas de reparación exploradas en la jurisprudencia de la Corte Interamericana no sean invocadas al resolver violaciones a derechos humanos a nivel nacional ni que los juzgadores federales carezcan de competencias para hacerlo; pues si bien muchos de los asuntos que se someten a la jurisdicción de la Corte Interamericana tienen que ver con responsabilidades estatales derivadas, por ejemplo, de masacres o desapariciones forzadas en contextos de conflictos armados o dictaduras, no todos los conflictos que resuelve se constriñen a violaciones calificadas como graves, sistemáticas o contextuales.

87. Además, aun en este tipo de asuntos, es un deber a cargo de los órganos adscritos al Poder Judicial de la Federación pronunciarse sobre ellos y establecer una resolución. Por tanto, la diferencia radica en que, al momento de establecer efectos, la Corte Interamericana impone medidas de reparación a un Estado cuyo efecto es que trascienda a todo el país, mientras que en el amparo los efectos deben establecerse únicamente para la parte agraviada y, en esa medida, no podrán ser excesivos ni incumplibles, so pena de incurrir en un activismo judicial que desvirtúa la función.

88. Ya en varios precedentes resueltos por este Alto Tribunal sobre violaciones de derechos humanos se encuentran similitudes con aquellos resueltos por la Corte Interamericana: negligencia médica
, acceso a derecho a servicios de salud
, custodia de niños, niñas y adolescentes
, uso de fuerza pública
, tortura
, discriminación por orientación sexual
, acceso a recursos efectivos
, pensiones laborales
, destitución de jueces
, consulta previa de los pueblos indígenas
, derecho de libertad de expresión y acceso a la información
, ejercicio de los derechos laborales de las mujeres embarazadas
, con la única diferencia de sumar al caso violaciones por falta de acceso a la justicia a nivel nacional.

89. Esta evidencia resulta suficiente para confirmar que el Poder Judicial de la Federación también debe observar sus obligaciones convencionales en materia de reparaciones por violaciones a derechos humanos que constituye, en sí misma, una prerrogativa fundamental para las personas. Pero, aun si esta postura y sus ejemplos fueran insuficientes para confirmar la competencia de los órganos de amparo del Poder Judicial de la Federación para dictar medidas de reparación similares a las previstas en la Convención, estas facultades también derivan del propio texto constitucional y de las leyes federales aplicables.
90. Justamente, para verificar si a través del juicio constitucional de amparo, los juzgadores federales tienen competencia para dictar las medidas de reparación que estimen conducentes en caso de violaciones a derechos humanos, es indispensable llevar a cabo un análisis sistemático entre las legislaciones ya señaladas y su compatibilidad con el artículo 1°, párrafos segundo y tercero, de la Constitución, que es el punto de partida.
91. El precepto constitucional indica que las normas relativas a derechos humanos se interpretarán de conformidad con la Constitución y los tratados internacionales de la materia, favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia, lo cual corresponde a todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, lo cual incluye la reparación por violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. Estas disposiciones, desde luego, son imperativas para el Poder Judicial de la Federación.
92. De esta manera, el punto de partida es que el Poder Judicial de la Federación, en el ámbito de sus competencias, tiene la obligación, no sólo de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, sino de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

93. Pero, para establecer qué implica para el Poder Judicial de la Federación este último enunciado, esto es, “reparar las violaciones a los derechos humanos en los términos que establezca la ley”, debe definirse el marco legal que lo faculta para ello.

94. En efecto, tal como se explicó en el apartado correspondiente, el control constitucional que ejerce el Poder Judicial de la Federación en relación con el deber de proteger y reparar las violaciones a derechos humanos se garantiza, primordialmente, a través del juicio de amparo, siendo la base de su regulación la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, supletoriamente, el Código Federal de Procedimientos Civiles; así como la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y los Acuerdos y demás ordenamientos que emitan tanto el Pleno de la Corte como el del Consejo de la Judicatura.
95. Mientras que la Ley de Amparo y, supletoriamente, el Código Federal de Procedimientos Civiles, son las que contienen todas las reglas sustantivas y adjetivas del juicio de amparo: sujetos o partes, objeto, trámite, plazos, requisitos de procedencia, órganos competentes, entre otros aspectos; la Ley Orgánica detalla el funcionamiento, composición, límites y demás reglas vinculadas con la estructura y conformación del Poder Judicial de la Federación. Por tanto, el análisis relevante en torno las competencias sobre el contenido, propiamente dicho, y los alcances de una sentencia constitucional de amparo, debe obtenerse, primordialmente, del estudio de la ley reglamentaria.
96. Así, las reparaciones a través del juicio de amparo se originan en el artículo 1º constitucional, con la visión de que en nuestro país es el medio de defensa que, por excelencia, busca evitar o reparar las violaciones de derechos humanos que hayan quedado probadas en la sentencia estimativa que emita el órgano jurisdiccional, la cual estará dotada de los efectos y las medidas suficientes que, a su consideración, reestablezcan a la persona en el goce del derecho vulnerado. 
97. Si se interpreta la Ley de Amparo a la luz del precepto constitucional, es posible comprender que los efectos que se atribuyen a la protección constitucional son tan amplios como estime el juzgador, quien es el encargado, como autoridad a quien se somete la calificación de la violación, de indicar la forma en que las personas volverán, en lo posible, a disfrutar de sus derechos como lo hacía hasta antes de la transgresión demandada.

98. Esta obligación que se origina en la Constitución, se desarrolla con claridad en los artículos 74, fracción V, 77, fracciones I y II y último párrafo, y 78, último párrafo, de la Ley de Amparo ya mencionados, mismos que obligan al juzgador constitucional a establecer, además de los efectos de la concesión de amparo, todas aquellas medidas adicionales a la inaplicación de las normas declaradas inconstitucionales para restablecer a la parte quejosa en el pleno goce del derecho violado; aunado a que la Constitución obliga a todas las autoridades a reparar violaciones a derechos humanos en el marco de sus competencias.
99. Por lo anterior, especialmente en el artículo 78, último párrafo, la Ley de Amparo reconoce que la juzgadora o el juzgador federal puede dictar todas las medidas adicionales que estime conducentes para restablecer, totalmente o en el máximo posible, a la persona en el goce del derecho violado, de tal manera que la sentencia estimativa de amparo no tiene una finalidad exclusiva de restituir las cosas al estado que guardaban, máxime cuando ello no es posible y evidente para el juzgador durante el juicio y hasta el momento de dictar su fallo.
100. Y esta situación debe diferenciarse, desde luego, de aquéllos casos en los que la sentencia se dicte sin contar con elementos que permitan advertir que, por un lado, con la ejecución de sentencia se afecte gravemente a la sociedad en mayor proporción a los beneficios que pudiera obtener la parte quejosa o, por otro, que sea imposible o desproporcionadamente gravoso restituir las cosas al estado que guardaban con anterioridad al juicio, ante lo cual, la Ley de Amparo prevé el incidente “cumplimiento sustituto” cuyo efecto es que la ejecutoria se dé por cumplida de una forma alternativa a la inicialmente propuesta mediante el pago de daños y perjuicios a la parte quejosa
.
101. En esas circunstancias, el incidente de cumplimiento sustituto, como vía alterna para facilitar a la autoridad el cumplimiento de la sentencia
, en cuanto a compensación económica como medida de reparación, sólo tendrá un carácter subsidiario cuando la sentencia estimatoria de amparo no pueda ser cumplida, habiendo condiciones para ello al momento de ser dictada; pero no se convierte en una herramienta optativa para el juzgador que ha advertido que la transgresión es irreversible, total o parcialmente, y que con la sola declaración no se logrará el efecto restitutivo.
102. Adoptar esta postura no sólo sería contraria, desde luego, al deber que impone el 1° constitucional; sino que se traduce, además, en la negación de una justicia pronta y completa en términos del artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución.
103. De esta manera, se obtiene como primera conclusión que, con independencia del incidente de cumplimiento sustituto una vez que el fallo causa ejecutoria, la Ley de Amparo reconoce que los juzgadores cuentan con la facultad, capacidad y pericia para advertir antes o al momento de dictar la sentencia si las violaciones a derechos podrán repararse con la sola decisión de amparar o si, por el contrario, debido al grado de afectación, la restitución será insuficiente o, incluso, inviable y es necesario establecer medidas adicionales para esta finalidad.
104. La nueva legislación en materia de amparo y la propia Constitución establecen un marco en el que es técnicamente posible extender los efectos que usualmente se habían atribuido al juicio constitucional, pero, se insiste, los artículos 74, fracción V; 77 y 78, último párrafo, atribuyen a los juzgadores federales la obligación de establecer, no sólo los efectos en que se traduce la concesión de amparo, sino también las medidas adicionales a la inaplicación de las normas declaradas inconstitucionales para restablecer al quejoso en el pleno goce del derecho violado; lo cual, desde luego, es conforme con el artículo 1°, párrafo tercero, de la Constitución que obliga a todas las autoridades a reparar las violaciones a los derechos humanos, dejando de lado la antigua concepción de que quien ejerce el control concentrado de constitucionalidad se limita a legislar negativamente, sino que ahora tiene encomendada la más amplia protección de la Constitución y, por tanto, de los derechos humanos. 
105. Esta primera conclusión descansa, entonces, en admitir que el alcance reparador que debe tener el juicio de amparo en el actual orden constitucional mexicano sea un verdadero medio o recurso judicial efectivo para combatir las alegadas transgresiones, entendiendo que este control constitucional es el óptimo para reparar integralmente a las víctimas de manera autoejecutable; de tal suerte que los medios procesales deberán ajustarse a este fin constitucional y no a la inversa.
106. Siguiendo esta línea de ideas y habiendo reconocido que existe competencia constitucional, convencional y legal para que los juzgadores federales dicten en sus fallos medidas de reparación distintas a la restitución en los casos en que proceda, es momento de atender lo que la Ley de Amparo prevé como “medidas adicionales”, cuyo concepto e implicaciones no existen en su redacción y que, en consecuencia, deberán delimitarse a través de un ejercicio sistemático.
107. Como primera aproximación, es verdad que en cuanto a reparaciones, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en torno al artículo 63.1 de la Convención tiene como origen un juicio de atribución de responsabilidad internacional diferenciado del juicio de amparo mexicano, pero también lo es que, más allá de las distinciones en cuanto al ámbito de aplicación y sujetos obligados, no se advierte una cuestión que impida a las autoridades jurisdiccionales federales, en el marco de las competencias a las que ya se hizo alusión, adoptar en lo posible y proporcional efectos distintos a la simple nulidad de las consecuencias del acto reclamado y sólo para quien o quienes hayan demostrado contar con un interés jurídico o legítimo. 
108. Esto último es indispensable, porque -se recuerda- que el juicio de amparo se acciona a instancia de parte agraviada y, consecuentemente, los efectos restitutorios del amparo no deben llegar al extremo de imponer medidas que excedan el espectro reparado al que tienen derecho las personas quejosas; lo cual, además, diferencia las medidas que debe prever y luego dictar la juzgadora o el juzgador federal a las que indica en sus fallos la Corte Interamericana sobre Derechos Humanos, cuyos efectos se vuelven mucho más amplios al constituir un deber para el Estado condenado en toda su extensión.
109. Pues bien, anteriormente, se apuntó que si esta postura resultara complicada o “forzada” en el sentido de acudir a la Convención para equiparar medidas de reparación de responsabilidad internacional en materia de derechos humanos a cargo de los órganos jurisdiccionales federales, entonces las facultades pueden derivarse a través de una exploración a la legislación nacional para verificar si existe un ordenamiento distinto a la Ley de Amparo que, de manera supletoria o complementaria, definiera lo que implican las “medidas adicionales” que puede dictar el juzgador federal.
110. En el primer supuesto, el artículo 2°, párrafo segundo, de la Ley de Amparo indica que a falta de disposición expresa, se aplicará de forma supletoria el Código Federal de Procedimientos Civiles y, en su defecto, los principios generales del derecho y, en este sentido, si bien en este caso se colmarían los requisitos que determinó la jurisprudencia 2a./J. 34/2014 “SUPLETORIEDAD DE LAS LEYES. REQUISITOS PARA QUE OPERE
”, lo cierto es que ni la codificación adjetiva civil procesal ni los principios generales del derecho dan respuesta a qué mecanismos o “medidas adicionales” puede adoptar un juzgador de amparo en sus sentencias estimativas. De ahí que el principio de supletoriedad no es apto para la resolución de este cuestionamiento.
111. En cambio, bajo el principio de complementariedad de leyes, el operador jurídico puede encontrar la vinculación entre normas y limitar una definición o concepto de un supuesto determinado; es decir, cuando un cuerpo normativo, como en el caso, prevé una atribución pero no define con exactitud cuál es, es posible encontrar un complemento o definición en otro cuya materia esté relacionada, pues ante la pluralidad de ordenamientos concurrentes en la regulación de un mismo supuesto o tema específico que provienen de diversos ejercicios legislativos autónomos y en distintas etapas de la historia, es importante encontrar las coincidencias y extensiones que puede haber en la regulación de una misma situación que, quizás, originalmente estaba prevista de manera más restringida o era suficiente en ese momento.
112. En efecto, en la historia del amparo mexicano desde su establecimiento en la Carta Magna de 1857 y la ley reglamentaria de la materia de 1861 y la Constitución 1917 aun vigente, puede considerarse que siempre tuvo un efecto protector y reparador por las transgresiones cometidas por la autoridad en perjuicio de las personas; pero su máximo alcance quedó plasmado en las reformas constitucionales de junio de 2011, a la par del reconocimiento de los derechos humanos y la creación de una ley reglamentaria que se adecuara a las realidades histórica, constitucional y convencional actuales.
113. Sin embargo, a pesar de compilar y prever reglas más protectoras, muchos de los deberes constitucionales (y convencionales) que conforman el nuevo paradigma no fueron comprendidos dentro del texto de la ley reglamentaria de la materia vigente desde el 3 de abril de 2013; lo cual, de modo alguno, significa que esas lagunas o imprecisiones no puedan ser complementadas o perfeccionadas para su total consonancia con el bloque de constitucionalidad, de tal manera que el hecho de que en la Ley de Amparo no se detallen o prevean, explícitamente, las formas de reparación o “medidas adicionales” que puede dictar el juzgador federal, no envuelve per se evitar el apoyo en otras normas para cumplir con su deber constitucional. 
114. Por ejemplo, es incuestionable, por así señalarlo la Constitución y la ley reglamentaria, que el juicio de amparo procede contra violaciones a derechos humanos; pero, en parte alguna de estos ordenamientos se explica lo que debe comprenderse por “violaciones a derechos humanos” y, al margen de ello, el proceso se lleva a cabo y el juzgador determina si la transgresión ocurrió o no.
115. A partir de estas circunstancias, este Alto Tribunal acude a la Ley General de Víctimas, como ley expedida por el Congreso al igual que la Ley de Amparo en el marco de la reforma constitucional de derechos humanos de 2011, con el objeto de integrar a las reglas del amparo las reparaciones que pudieran proceder cuando la simple concesión de la protección constitucional no permita regresar las cosas al estado anterior a la violación.

116. En lo que interesa, la LGV establece:

Artículo 1. La presente Ley general es de orden público, de interés social y observancia en todo el territorio nacional, en términos de lo dispuesto por los artículos 1o., párrafo tercero, 17, 20 y 73, fracción XXIX-X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Tratados Internacionales celebrados y ratificados por el Estado Mexicano, y otras leyes en materia de víctimas.

En las normas que protejan a víctimas en las leyes expedidas por el Congreso, se aplicará siempre la que más favorezca a la persona.
La presente Ley obliga, en sus respectivas competencias, a las autoridades de todos los ámbitos de gobierno, y de sus poderes constitucionales, así como a cualquiera de sus oficinas, dependencias, organismos o instituciones públicas o privadas que velen por la protección de las víctimas, a proporcionar ayuda, asistencia o reparación integral. Las autoridades de todos los ámbitos de gobierno deberán actuar conforme a los principios y criterios establecidos en esta Ley, así como brindar atención inmediata en especial en materias de salud, educación y asistencia social, en caso contrario quedarán sujetos a las responsabilidades administrativas, civiles o penales a que haya lugar.

La reparación integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será implementada a favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del hecho victimizante cometido o la gravedad y magnitud de la violación de sus derechos, así como las circunstancias y características del hecho victimizante.
[…]
Artículo 6. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:
[…]

X. Hecho victimizante: Actos u omisiones que dañan, menoscaban o ponen en peligro los bienes jurídicos o derechos de una persona convirtiéndola en víctima. Estos pueden estar tipificados como delitos o constituir una violación a los derechos humanos reconocidos por la Constitución y los Tratados Internacionales de los que México forme parte;
[…]
XIX. Víctima: Persona física que directa o indirectamente ha sufrido daño o el menoscabo de sus derechos producto de una violación de derechos humanos o de la comisión de un delito;

[….]
XXI. Violación de derechos humanos: Todo acto u omisión que afecte los derechos humanos reconocidos en la Constitución o en los Tratados Internacionales, cuando el agente sea servidor público en el ejercicio de sus funciones o atribuciones o un particular que ejerza funciones públicas. También se considera violación de derechos humanos cuando la acción u omisión referida sea realizada por un particular instigado o autorizado, explícita o implícitamente por un servidor público, o cuando actúe con aquiescencia o colaboración de un servidor público.

[…]

Artículo 7. Los derechos de las víctimas que prevé la presente Ley son de carácter enunciativo y deberán ser interpretados de conformidad con lo dispuesto en la Constitución, los tratados y las leyes aplicables en materia de atención a víctimas, favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia de sus derechos.

Las víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos:
[…]
II. A ser reparadas por el Estado de manera integral, adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el daño o menoscabo que han sufrido en sus derechos como consecuencia de violaciones a derechos humanos y por los daños que esas violaciones les causaron;
[…]
Artículo 10. Las víctimas tienen derecho a un recurso judicial adecuado y efectivo, ante las autoridades independientes, imparciales y competentes, que les garantice el ejercicio de su derecho a conocer la verdad, a que se realice con la debida diligencia una investigación inmediata y exhaustiva del delito o de las violaciones de derechos humanos sufridas por ellas; a que los autores de los delitos y de las violaciones de derechos, con el respeto al debido proceso, sean enjuiciados y sancionados; y a obtener una reparación integral por los daños sufridos.
Las víctimas tendrán acceso a los mecanismos de justicia de los cuales disponga el Estado, incluidos los procedimientos judiciales y administrativos. La legislación en la materia que regule su intervención en los diferentes procedimientos deberá facilitar su participación.
[…]

Artículo 26. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las violaciones de derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición.

Artículo 27. Para los efectos de la presente Ley, la reparación integral comprenderá:

I. La restitución busca devolver a la víctima a la situación anterior a la comisión del delito o a la violación de sus derechos humanos;

II. La rehabilitación busca facilitar a la víctima hacer frente a los efectos sufridos por causa del hecho punible o de las violaciones de derechos humanos;

III. La compensación ha de otorgarse a la víctima de forma apropiada y proporcional a la gravedad del hecho punible cometido o de la violación de derechos humanos sufrida y teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso. Ésta se otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables que sean consecuencia del delito o de la violación de derechos humanos;

IV. La satisfacción busca reconocer y restablecer la dignidad de las víctimas;

V. Las medidas de no repetición buscan que el hecho punible o la violación de derechos sufrida por la víctima no vuelva a ocurrir;

VI. Para los efectos de la presente Ley, la reparación colectiva se entenderá como un derecho del que son titulares los grupos, comunidades u organizaciones sociales que hayan sido afectadas por la violación de los derechos individuales de los miembros de los colectivos, o cuando el daño comporte un impacto colectivo. La restitución de los derechos afectados estará orientada a la reconstrucción del tejido social y cultural colectivo que reconozca la afectación en la capacidad institucional de garantizar el goce, la protección y la promoción de los derechos en las comunidades, grupos y pueblos afectados.

Las medidas colectivas que deberán implementarse tenderán al reconocimiento y dignificación de los sujetos colectivos victimizados; la reconstrucción del proyecto de vida colectivo, y el tejido social y cultural; la recuperación psicosocial de las poblaciones y grupos afectados y la promoción de la reconciliación y la cultura de la protección y promoción de los derechos humanos en las comunidades y colectivos afectados.

Las medidas de reparación integral previstas en el presente artículo podrán cubrirse con cargo al Fondo o a los Fondos Estatales, según corresponda.

[…]

TÍTULO QUINTO

MEDIDAS DE REPARACIÓN INTEGRAL

CAPÍTULO I

MEDIDAS DE RESTITUCIÓN

Artículo 61. Las víctimas tendrán derecho a la restitución en sus derechos conculcados, así como en sus bienes y propiedades si hubieren sido despojadas de ellos.

Las medidas de restitución comprenden, según corresponda:

I. Restablecimiento de la libertad, en caso de secuestro o desaparición de persona;

II. Restablecimiento de los derechos jurídicos;

III. Restablecimiento de la identidad;

IV. Restablecimiento de la vida y unidad familiar;

V. Restablecimiento de la ciudadanía y de los derechos políticos;

VI. Regreso digno y seguro al lugar original de residencia u origen;

VII. Reintegración en el empleo, y

VIII. Devolución de todos los bienes o valores de su propiedad que hayan sido incautados o recuperados por las autoridades incluyendo sus frutos y accesorios, y si no fuese posible, el pago de su valor actualizado. Si se trata de bienes fungibles, el juez podrá condenar a la entrega de un objeto igual al que fuese materia de delito sin necesidad de recurrir a prueba pericial.

En los casos en que una autoridad judicial competente revoque una sentencia condenatoria, se eliminarán los registros de los respectivos antecedentes penales.

CAPÍTULO II

MEDIDAS DE REHABILITACIÓN

Artículo 62. Las medidas de rehabilitación incluyen, entre otras y según proceda, las siguientes:

I. Atención médica, psicológica y psiquiátrica especializadas;

II. Servicios y asesoría jurídicos tendientes a facilitar el ejercicio de los derechos de las víctimas y a garantizar su disfrute pleno y tranquilo;

III. Servicios sociales orientados a garantizar el pleno restablecimiento de los derechos de la víctima en su condición de persona y ciudadana;

IV. Programas de educación orientados a la capacitación y formación de las víctimas con el fin de garantizar su plena reintegración a la sociedad y la realización de su proyecto de vida;

V. Programas de capacitación laboral orientados a lograr la plena reintegración de la víctima a la sociedad y la realización de su proyecto de vida, y

VI. Todas aquellas medidas tendientes a reintegrar a la víctima a la sociedad, incluido su grupo, o comunidad.

Artículo 63. Cuando se otorguen medidas de rehabilitación se dará un trato especial a los niños y niñas víctimas y a los hijos de las víctimas y a adultos mayores dependientes de éstas.

CAPÍTULO III

MEDIDAS DE COMPENSACIÓN

Artículo 64. La compensación se otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables que sean consecuencia de la comisión de los delitos a los que se refiere el artículo 68 de este ordenamiento o de la violación de derechos humanos, incluyendo el error judicial, de conformidad con lo que establece esta Ley y su Reglamento. Estos perjuicios, sufrimientos y pérdidas incluirán, entre otros y como mínimo:

I. La reparación del daño sufrido en la integridad física de la víctima;

II. La reparación del daño moral sufrido por la víctima o las personas con derecho a la reparación integral, entendiendo por éste, aquellos efectos nocivos de los hechos del caso que no tienen carácter económico o patrimonial y no pueden ser tasados en términos monetarios. El daño moral comprende tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas directas e indirectas, como el menoscabo de valores muy significativos para las personas y toda perturbación que no sea susceptible de medición pecuniaria;

II. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados o lucro cesante, incluyendo el pago de los salarios o percepciones correspondientes, cuando por lesiones se cause incapacidad para trabajar en oficio, arte o profesión;

IV. La pérdida de oportunidades, en particular las de educación y prestaciones sociales;

V. Los daños patrimoniales generados como consecuencia de delitos o violaciones a derechos humanos;

VI. El pago de los gastos y costas judiciales del Asesor Jurídico cuando éste sea privado;

VII. El pago de los tratamientos médicos o terapéuticos que, como consecuencia del delito o de la violación a los derechos humanos, sean necesarios para la recuperación de la salud psíquica y física de la víctima, y

VIII. Los gastos comprobables de transporte, alojamiento, comunicación o alimentación que le ocasione trasladarse al lugar del juicio o para asistir a su tratamiento, si la víctima reside en municipio o delegación distintos al del enjuiciamiento o donde recibe la atención.

Las normas reglamentarias aplicables establecerán el procedimiento y el monto de gasto comprobable mínimo que no deberá ser mayor al veinticinco por ciento del monto total.

La compensación subsidiaria a las víctimas de los delitos señaladas en el artículo 68 de esta Ley, consistirá en apoyo económico cuya cuantía tomará en cuenta la proporcionalidad del daño y los montos señalados en el artículo 67 de este ordenamiento.

En los casos de la fracción VIII, cuando se hayan cubierto con los Recursos de Ayuda, no se tomarán en consideración para la determinación de la compensación.

La Comisión Ejecutiva o las Comisiones de víctimas, según corresponda, expedirán los lineamientos respectivos a efecto de que a la víctima no se le cause mayores cargas de comprobación.

Artículo 65. Todas las víctimas de violaciones a los derechos humanos serán compensadas, en los términos y montos que determine la resolución que emita en su caso:

a) Un órgano jurisdiccional nacional;

b) Un órgano jurisdiccional internacional o reconocido por los Tratados Internacionales ratificados por México;

c) Un organismo público de protección de los derechos humanos;

d) Un organismo internacional de protección de los derechos humanos reconocido por los Tratados Internacionales ratificados por México, cuando su resolución no sea susceptible de ser sometida a la consideración de un órgano jurisdiccional internacional previsto en el mismo tratado en el que se encuentre contemplado el organismo en cuestión.

Lo anterior sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y administrativas que los mismos hechos pudieran implicar y conforme lo dispuesto por la presente Ley.

En los casos de víctimas de delitos se estará a lo dispuesto en los montos máximos previstos en el artículo 67.

[…]
CAPÍTULO IV

MEDIDAS DE SATISFACCIÓN

Artículo 73. Las medidas de satisfacción comprenden, entre otras y según corresponda:

I. La verificación de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad, en la medida en que esa revelación no provoque más daños o amenace la seguridad y los intereses de la víctima, de sus familiares, de los testigos o de personas que han intervenido para ayudar a la víctima o para impedir que se produzcan nuevos delitos o nuevas violaciones de derechos humanos;

II. La búsqueda de las personas desaparecidas y de los cuerpos u osamentas de las personas asesinadas, así como la ayuda para recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos según el deseo explícito o presunto de la víctima o las prácticas culturales de su familia y comunidad;

III. Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, la reputación y los derechos de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella;

IV. Una disculpa pública de parte del Estado, los autores y otras personas involucradas en el hecho punible o en la violación de los derechos, que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación de responsabilidades;

V. La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los responsables de las violaciones de derechos humanos, y

VI. La realización de actos que conmemoren el honor, la dignidad y la humanidad de las víctimas, tanto vivas como muertas.

CAPÍTULO V

MEDIDAS DE NO REPETICIÓN

Artículo 74. Las medidas de no repetición son aquéllas que se adoptan con el fin de evitar que las víctimas vuelvan a ser objeto de violaciones a sus derechos y para contribuir a prevenir o evitar la repetición de actos de la misma naturaleza. Estas consistirán en las siguientes:

I. El ejercicio de un control efectivo por las autoridades civiles de las fuerzas armadas y de seguridad;

II. La garantía de que todos los procedimientos penales y administrativos se ajusten a las normas nacionales e internacionales relativas a la competencia, independencia e imparcialidad de las autoridades judiciales y a las garantías del debido proceso;

III. El fortalecimiento de la independencia del Poder Judicial;

IV. La limitación en la participación en el gobierno y en las instituciones políticas de los dirigentes políticos que hayan planeado, instigado, ordenado o cometido graves violaciones de los derechos humanos;

V. La exclusión en la participación en el gobierno o en las fuerzas de seguridad de los militares, agentes de inteligencia y otro personal de seguridad declarados responsables de planear, instigar, ordenar o cometer graves violaciones de los derechos humanos;

VI. La protección de los profesionales del derecho, la salud y la información;

VII. La protección de los defensores de los derechos humanos;

VIII. La educación, de modo prioritario y permanente, de todos los sectores de la sociedad respecto de los derechos humanos y la capacitación en esta materia de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como de las fuerzas armadas y de seguridad;

IX. La promoción de la observancia de los códigos de conducta y de las normas éticas, en particular los definidos en normas internacionales de derechos humanos y de protección a los derechos humanos, por los funcionarios públicos incluido el personal de las fuerzas armadas y de seguridad, los establecimientos penitenciarios, los medios de información, el personal de servicios médicos, psicológicos y sociales, además del personal de empresas comerciales;

X. La promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar y resolver por medios pacíficos los conflictos sociales, y

XI. La revisión y reforma de las leyes, normas u ordenamientos legales que contribuyan a las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o las permitan.

Artículo 75. Se entienden como medidas que buscan garantizar la no repetición de los delitos ni de las violaciones a derechos humanos, las siguientes:

I. Supervisión de la autoridad;

II. Prohibición de ir a un lugar determinado u obligación de residir en él, en caso de existir peligro inminente para la víctima;

III. Caución de no ofender;

IV. La asistencia a cursos de capacitación sobre derechos humanos, y

V. La asistencia a tratamiento de deshabituación o desintoxicación dictada por un juez y sólo en caso de que la adicción hubiera sido la causa de la comisión del delito o hecho victimizante.

Artículo 76. Se entiende por supervisión de la autoridad, la consistente en la observación y orientación de los sentenciados, ejercidas por personal especializado, con la finalidad de coadyuvar a la protección de la víctima y la comunidad.

Esta medida se establecerá cuando la privación de la libertad sea sustituida por otra sanción, sea reducida la pena privativa de libertad o se conceda la suspensión condicional de la pena.

Artículo 77. El juez en la sentencia exigirá una garantía de no ofender que se hará efectiva si el acusado violase las disposiciones del artículo anterior, o de alguna forma reincidiera en los actos de molestia a la víctima. Esta garantía no deberá ser inferior a la de la multa aplicable y podrá ser otorgada en cualquiera de las formas autorizadas por las leyes.

Artículo 78. Cuando el sujeto haya sido sentenciado por delitos o violación a los derechos humanos cometidos bajo el influjo o debido al abuso de sustancias alcohólicas, estupefacientes, psicotrópicos o similares, independientemente de la pena que corresponda, sólo si el juez así lo ordena, se aplicarán cursos y tratamientos para evitar su reincidencia y fomentar su deshabituación o desintoxicación.

[…]
TÍTULO SÉPTIMO

DE LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS

Artículo 113. Los distintos órdenes de gobierno coadyuvarán para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley de conformidad con las competencias previstas en el presente ordenamiento y demás instrumentos legales aplicables.

[…]
Artículo 124. Corresponde a los integrantes del Poder Judicial en el ámbito de su competencia:

I. Garantizar los derechos de las víctimas en estricta aplicación de la Constitución y los tratados internacionales;

II. Dictar las medidas correctivas necesarias a fin de evitar que continúen las violaciones de derechos humanos o comisión de ciertos ilícitos;

III. Imponer las sanciones disciplinarias pertinentes;

IV. Resolver expedita y diligentemente las solicitudes que ante ellos se presenten;

V. Dictar las medidas precautorias necesarias para garantizar la seguridad de las víctimas, y sus bienes jurídicos;

VI. Garantizar que la opción y ejercicio de las medidas alternativas de resolución de conflictos se realice en respeto de los principios que sustentan la justicia restaurativa, en especial, la voluntariedad;

VII. Velar por que se notifique a la víctima cuando estén de por medio sus intereses y derechos, aunque no se encuentre legitimada procesalmente su coadyuvancia;

VIII. Permitir participar a la víctima en los actos y procedimientos no jurisdiccionales que solicite, incluso cuando no se encuentre legitimada procesalmente su coadyuvancia;

IX. Escuchar a la víctima antes de dictar sentencia, así como antes de resolver cualquier acto o medida que repercuta o se vincule con sus derechos o intereses;

X. Cuando los bienes asegurados sean puestos bajo la custodia de la víctima o le sean devueltos, deberá informar claramente a ésta los alcances de dicha situación, y las consecuencias que acarrea para el proceso, y

XI. Las demás acciones que dispongan las disposiciones jurídicas aplicables en materia de atención a víctimas de delito y reparación integral.

117. Los preceptos recién transcritos señalan, en esencia, que:
a) En relación con las leyes expedidas por el Congreso, se aplicará siempre la que más favorezca a la persona;
b) La LGV es obligatoria, en el ámbito de sus competencias, a todos los ámbitos de gobierno y sus poderes constitucionales;

c) La reparación integral comprende medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no repetición en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica;

d) La reparación integral en favor de la víctima
 debe ser implementada teniendo en cuenta la gravedad, magnitud del hecho victimizante
 o de la violación a sus derechos humanos
;
e) Las víctimas tienen derecho, entre otros, a ser reparadas por el Estado de manera integral, adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el daño o menoscabo que han sufrido por violaciones a sus derechos humanos y los daños que esas transgresiones causaron;
f) Las víctimas tienen derecho a un recurso judicial adecuado y efectivo, ante autoridades independientes, imparciales y competentes, incluidos procedimientos judiciales y administrativos;
g) Los casos y formas en que proceden las medidas de reparación integral de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y no repetición están determinadas en la LGV;
h) Los distintos órdenes de gobierno coadyuvarán para el cumplimiento de los objetivos de la LGV de conformidad con las competencias que ahí se prevén y demás instrumentos legales y, en el caso específico del poder judicial, destacan las de garantizar los derechos de las víctimas en estricta aplicación de la Constitución y los tratados internacionales y escuchar a la víctima antes de dictar sentencia o antes de resolver cualquier acto o medida que repercuta o se vincule con sus derechos o intereses; así como las demás acciones que dispongan las disposiciones jurídicas aplicables en materia de reparación integral.
118. Ahora, con base en estas hipótesis, es necesario verificar si el Poder Judicial de la Federación puede adoptar las previsiones mencionadas como las “medidas adicionales” a que hace referencia el artículo 78, último párrafo, de la Ley de Amparo.

119. Del análisis conjunto a los incisos a y b, que indican que la Ley General de Víctimas es obligatoria en el ámbito de sus competencias a todos órdenes de gobierno y sus poderes constitucionales y que en materia de reparaciones por violaciones a derechos humanos se aplicará siempre la ley expedida por el Congreso que más favorezca a la persona, se tiene -por un lado- que el Poder Judicial de la Federación es un poder constitucional federal dentro del diseño tripartita del Estado mexicano que debe observar las normas de este ordenamiento jurídico y, por otro, que tanto la Ley de Amparo como la Ley General de Víctimas son leyes expedidas por el Congreso dirigidas, primordialmente, a proteger a las personas contra violaciones a sus derechos humanos y, en su caso, establecer las medidas de reparación que procedan en cada situación particular.
120. Por las razones anteriores, es indudable que el Poder Judicial de la Federación debe observar, en lo conducente, que, ante lagunas o imprecisiones dentro de la Ley de Amparo en materia de reparaciones, puede integrar disposiciones de la Ley General de Víctimas porque son ordenamientos complementarios, frente a los que es un mandato adoptar la que más favorezca a la persona. Luego, si la Ley de Amparo, a pesar de reconocer la facultad del juzgador para dictar todas las “medidas adicionales” que estime necesarias a fin de reestablecer a la parte quejosa en el goce del derecho violado, no establece una definición de esta expresión ni ésta se desprende del proceso creativo de la ley, es adecuado acudir para este fin a la Ley General de Víctimas.
121. Este primer acercamiento conduce, indefectiblemente, a que se colmen los supuestos señalados en los incisos c, d, e, f y g, ya que las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera integral, adecuada, transformadora y efectiva por el daño o menoscabo que han sufrido a través de un recurso judicial efectivo, mediante el cual se dicten las medidas para la reparación integral de las víctimas por violaciones a derechos humanos que deben dictarse en los procedimientos judiciales ante autoridades independientes, imparciales y competentes.
122. En este sentido, los juzgadores federales, al conceder el amparo, pueden dictar como “medidas adicionales” las de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición, atendiendo a la causa de pedir y el interés con que se ostente la parte quejosa (jurídico o legítimo) para determinar si estas medidas serán en una dimensión individual, colectiva, material, moral o simbólica, tomando en consideración la gravedad y magnitud de la transgresión, a partir de los hechos y pruebas presentados en el juicio y la audiencia que conceda a la supuesta víctima para justificar cuál o cuáles medidas de reparación resultarán aplicables en cada caso concreto.
123. Se hace esta precisión porque, si bien la ejecutoria de amparo constituye, en esencia, una medida de reparación básicamente restitutiva, satisfactoria y dirigida a evitar que se repitan en el futuro las mismas violaciones, lo cierto es que -como ya se dijo- las medidas adicionales a que ya se ha hecho referencia y que regula la Ley General de Víctimas procederán cuando así lo haya valorado el juzgador, pues el límite reconocido en su artículo 1, párrafo cuarto, es que la medida se implementará en favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud de la violación a los derechos fundamentales de la persona. 
124. Con base en esta premisa, habrá casos en los que será suficiente el dictado de la sentencia como medida restitutiva de la quejosa en el goce de sus derechos fundamentales, y otros en los que la simple concesión de amparo no envolverá una “reparación integral” como lo ordenan la Ley de Amparo y la Ley General de Víctimas debido al impacto dañoso de la norma o del acto de aplicación, en cuyo caso se someterá a la pericia jurisdiccional la mejor forma de resarcir a la víctima quejosa.
125. A manera de ejemplo, no tienen los mismos efectos y consecuencias las medidas de reparación integral en un amparo sólo contra leyes que en un amparo contra actos concretos de autoridad, puesto que debe valorarse el daño que se haya causado sobre bienes jurídicos concretos en razón de su auto o heteroaplicación. Dicho de otro modo, no es igual el efecto que, por autoaplicación, tiene una norma que prohíbe o limita el ejercicio de un derecho o impone deberes con su sola vigencia, en cuyo caso no ha habido un acto concreto que, además, por sí mismo, haya transgredido la esfera jurídica de la persona; a aquéllos en los que la norma es violatoria de derechos derivado de un despliegue por parte de la autoridad en perjuicio de la persona.
126. Así, en el primer supuesto, sería suficiente la declaración de inconstitucionalidad para restituir a la persona en el goce de sus derechos violados y la expulsión de la norma de la esfera jurídica de las personas, mientras que la ejecutoria se convertirá en una garantía de no repetición y medida de satisfacción; en cambio, cuando aparece la norma con motivo de un acto de autoridad concreto, el efecto restitutivo de la sentencia será a veces total o parcial, pero, en muchas otras ocasiones (si no es que en la mayoría) de imposible, al no poder devolver las cosas al estado que guardaban antes de la violación, ni mediante sentencia ni a través del cumplimiento sustituto. Es por ello que, a fin de que la sentencia estimativa de amparo alcance la máxima reparación integral posible, esta deberá comprender, entonces, las “medidas adicionales” que considere la persona juzgadora en términos del artículo 78, último párrafo de la Ley de Amparo, en relación, principalmente, con los artículos 1, 2 y 27 de la Ley General de Víctimas.
127. Por las razones anteriores, cualquiera que sea la fuente que obliga al juzgador a dictar las medidas de reparación aplicables en cada situación (constitucional, convencional o legal), lo cierto es que soslayar el derecho a una reparación integral en favor de las víctimas por violaciones a derechos humanos se traduce en una actuación contraria a la Norma Fundamental.
128. Inclusive, esta actividad no ha sido ajena a la función que realiza este Máximo Tribunal en su carácter de Corte Constitucional, pues existen precedentes en los que la Corte ha ampliado los efectos o las reparaciones otorgadas en casos concretos; con lo cual, se hace patente que los medios de reparación integral dependen de las circunstancias particulares de cada asunto y, en esa línea, el juzgador valorará la procedencia de una o más medidas según corresponda.
129. Estos paradigmas muestran situaciones actuales y notorias para el juzgador federal, quien valorará si la sola invalidez de la norma o del acto por vicios propios restablece a la parte quejosa en sus derechos violados o, por el contrario, si ello será insuficiente para lograr la restitución, como medida de reparación idónea, al no ser materialmente viable volver las cosas al estado que guardaban antes de las violaciones a derechos y sin tener que esperar a la manifestación de la autoridad responsable sobre la imposibilidad de dar cumplimiento a la ejecutoria.
130. Así, la doctrina constitucional desarrollada por esta Suprema Corte ha hecho del amparo un recurso en el que se pueden ordenar las medidas que sean necesarias y adecuadas para asegurar que las violaciones a los derechos humanos sean efectivamente reparadas. 
131. La Primera Sala, al resolver el amparo directo en revisión 992/2014
, concluyó que existió discriminación por razones de edad y determinó que era posible advertir cuatro tipos de consecuencias: (i) la declaración de nulidad del acto discriminatorio; (ii) la indemnización de los daños causados; (iii) la imposición de medidas reparatorias de carácter disuasorio; y (iv) en caso de que la legislación aplicable lo prevea, el establecimiento de sanciones penales. 
132. Igualmente, la Sala subrayó que, pese a que en la demanda civil sólo se había solicitado la indemnización por daño moral, para garantizar la reparación integral –en términos del artículo 63.1 de la Convención Americana– debería estudiarse si, además, procedía otorgar otras medidas, a las que denominó “reparatorias de carácter disuasorio”. Al respecto, la sentencia destacó:
[t]al y como lo establece el artículo 63 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ante la existencia de una violación a un derecho protegido por la propia Convención –como en este caso es el derecho a la no discriminación contenido en su artículo 1º– se garantizará el goce del mismo, y si resulta procedente, se repararán las consecuencias generadas, así como el pago de una justa indemnización a quien hubiese sufrido una lesión
. 
Las medidas reparatorias pueden ser de diversa índole, pero deben ser medidas suficientemente eficaces para alcanzar el objetivo trazado, sin que impliquen un alejamiento de la función resarcitoria de las sanciones impuestas por los jueces, ya que responden a la necesidad de prevenir futuras actuaciones contrarias al principio de igualdad de trato

La posibilidad de imponer este tipo de medidas responderá a un análisis emprendido por el juzgador en cada caso concreto, evaluando los elementos de convicción que deriven de la secuela procesal, y tomando en consideración acorde a los hechos concretos, la necesidad de imponer una medida ejemplar a quien emitió el acto discriminatorio, la intencionalidad mostrada, la posible existencia de diversos hechos que demuestren una sistematicidad de actos discriminatorios y demás elementos que pudiesen revelar un contexto agravado de discriminación
. 
Es importante señalar que los jueces civiles podrán imponer medidas reparatorias, las cuales pueden estar dirigidas, tanto a inhibir futuras conductas o prácticas discriminatorias, como a resarcir las consecuencias derivadas de la vulneración. Tales medidas pueden consistir en la exigencia de una disculpa pública por parte de la empresa empleadora o la publicación de la sentencia que determina la inconstitucionalidad de la convocatoria discriminatoria
.
133. Esta sentencia es un ejemplo de ampliación de los efectos del amparo, más allá de la restitución –independientemente de no haber sido expresamente solicitadas–, tomando como parte del parámetro el artículo 63.1 de la Convención Americana. En específico, la Sala denominó “medidas reparatorias de carácter disuasorio”, que pretenden “inhibir futuras conductas o prácticas discriminatorias”; éstas son, en realidad, garantías de no repetición que pretenden que violaciones a los derechos humanos –como en el caso concreto, discriminación por edad– no vuelvan a ocurrir.

134. Por otro lado, la Primera Sala ha otorgado efectos restitutorios en casos de discriminación normativa estableciendo que una ley discriminatoria para un grupo de personas pertenecientes a una categoría sospechosa, aun cuando no pueda desaparecer del mundo jurídico a través del amparo, debe declararse violatoria del principio de igualdad y no discriminación, y es oponible a las autoridades más allá de las responsables. Esto es una reparación que no restituye a las víctimas al estado anterior en que se encontraban –pues ese estado era discriminatorio-, sino que constituye lo que en doctrina se conoce como reparación por satisfacción
.  
135. En el amparo en revisión 159/2013
, al otorgar el amparo a una persona con discapacidad intelectual debido a que consideró que la legislación civil aplicable era discriminatoria, agregó en los efectos para los que fue concedido el amparo un formato de lectura dirigida a la víctima del caso. Esta reparación también constituye una medida de satisfacción.
136. El amparo en revisión 237/2014
 declaró inconstitucionales diversos artículos de la Ley General de Salud que prohibían absolutamente la siembra, cultivo, producción y consumo de la marihuana, y ordenó que la autoridad sanitaria otorgara la autorización a los quejosos para su uso lúdico. Los efectos del amparo ampliaron el declarar el artículo impugnado como inconstitucional y a tomar medidas concretas para reparar la violación.
137. También en relación con el derecho a la salud, en el amparo en revisión 173/2008
, resuelto por la Primera Sala, se consideró que el derecho a la salud comprende, entre varios elementos, el disfrute de servicios de salud de calidad en todas sus formas y niveles, entendiendo calidad como que sean apropiados médica y científicamente, es decir, que exista personal médico capacitado, medicamentos y equipo hospitalario científicamente aprobados y en buen estado, y condiciones sanitarias adecuadas. 
138. Por otro lado, en el amparo en revisión 378/2014
, la Segunda Sala ordenó tomar todas las medidas necesarias para salvaguardar el derecho humano al nivel más alto posible de salud y dar a los quejosos –los cuales eran portadores del VIH- tratamiento médico en instalaciones separadas del resto de otros pacientes, para evitar el contagio de alguna enfermedad. Agregó que las autoridades debían remodelar las instalaciones o construir un nuevo pabellón y destacó que, en caso de no ser posible alguna de las opciones, se debía gestionar que los quejosos fueran atendidos en otro hospital
. Este tipo de reparaciones puede calificarse, en caso de la remodelación y construcción, no sólo como una medida de satisfacción, sino también como una garantía de no repetición.
139. En el amparo en revisión 476/2014
 esta Primera Sala estableció que “[c]uando en un caso concreto esté directamente vinculado el derecho a la salud y exista una determinación de la vulneración de aquél, el juzgador tiene que, en efecto, buscar, dentro de sus respectivas competencias y atendiendo al caso concreto, ordenar las reparaciones pertinentes.” Es decir, la Sala reconoció que los jueces pueden ordenar diversos tipos de reparaciones. 
140. En la sentencia de Mariana Lima Buendía, amparo en revisión 554/2013
, la Primera Sala destacó, además de ordenar la investigación con perspectiva de género, que se deben remover todos los obstáculos de la investigación anterior y refiere a las reparaciones en relación con las obstrucciones de justicia destacadas en la decisión respecto de la investigación, por lo que se ordena que se investiguen todas las irregularidades cometidas por agentes estatales y que se sancione a los responsables.
141. Asimismo, destacó que “[e]l sistema de justicia debe ser capaz de reparar el daño realizado por parte de las autoridades y de impulsar un cambio cultural” y agrega que “[l]a respuesta por parte del Poder Judicial ante este tipo de violaciones debe no sólo puntualizar la violación específica por parte de una autoridad y cambiarla, sino que también debe buscar disuadir un cambio de conducta en la sociedad y de potenciales actores”. 
142. Finalmente, en dicha sentencia, la Primera Sala hizo referencia expresa que la víctima de violación de derechos humanos tiene expedita la vía para acceder a las reparaciones administrativas a través de la Ley General de Víctimas, independientemente de las reparaciones ordenadas en una decisión judicial, brindando con ello un mejor entendimiento del alcance de los medios para obtener una reparación integral. 

143. En el amparo directo en revisión 5267/2014
, la Primera Sala resolvió la inconstitucionalidad del artículo 126 del Código Penal del Estado de Chihuahua que prevé una agravante para el homicidio en caso de que la víctima sea mujer. La decisión concluyó que el precepto analizado es discriminatorio y, por tanto, inconstitucional, y exhortó al Congreso local para que adecue la legislación a los estándares constitucionales sobre violencia contra la mujer. 
144. Dicho exhorto a las autoridades legislativas a adecuar su legislación no es una restitución de la violación de un derecho humano, sino una garantía de no repetición, con lo cual no hay duda sobre que el amparo puede, en casos concretos, ampliar las formas de reparación a medidas de satisfacción y garantías de no repetición.  
145. En otros precedentes se ha exhortado a otras instituciones públicas a la formación de intérpretes y defensores de personas indígenas
, así como a la actuación de las autoridades para obligar a los particulares que han afectado el medio ambiente, como sucedió en el amparo en revisión 307/2016
.

146. Recientemente, la Segunda Sala protegió a personas indígenas expulsadas con violencia de sus viviendas en la comunidad Wixárika, por profesar culto y llevar a cabo prácticas religiosas distintas a la del resto de los miembros, con lo cual pierden, según la norma no escrita huichol, el derecho a ser comuneros, al resolver el amparo en revisión 1041/2019
, en el que se sostuvo que, al no ser viable reintegrar a los quejosos a la comunidad para contar con todos los derechos y obligaciones que tienen los comuneros, las autoridades tradicionales responsables debían proporcionar a los quejosos un predio idóneo dentro de su territorio con derecho de uso y disfrute y proporcionar una vivienda digna, con servicios básicos, así como permitir a niñas, niños y adolescentes reincorporarse a los centros educativos y garantizar un régimen de convivencia pacífica y de respeto.
147. En este precedente, se aprecia que no se restituyó a los quejosos en la situación que imperaba antes de su expulsión de la comunidad Wixárika, en tanto no pudieron recuperar su condición de comuneros ni sus propiedades, lo que obligó a la Segunda Sala a establecer una compensación (en especie) en su favor.
148. Igualmente, la Segunda Sala resolvió en el amparo en revisión 955/2019
 que una mujer a quien se le negó disfrutar del certificado de incapacidad prenatal por nacimiento prematuro de su hija no podía ser restituida con la concesión del período de descanso prenatal y el pago del subsidio ya que, al momento de haberse concedido el amparo, la niña ya tenía más de cuatro años de edad. Por tanto, toda vez que la autorización de que las aseguradas puedan disfrutar de estas prestaciones tiene como propósito, entre otros, procurar que se recuperen de las complicaciones de salud generadas durante el parto y proporcionar a los menores prematuros los cuidados necesarios para garantizar su supervivencia, al momento de fallarse la decisión, ello ya no era posible ni necesario.
149. Por lo anterior, la Segunda Sala determinó que, ante la imposibilidad de volver las cosas al estado que guardaban antes de la violación a los derechos fundamentales de la quejosa, debía condenarse al Instituto Mexicano del Seguro Social al pago de una compensación económica como medida de reparación por el daño causado y que no puede ser restituido.
150. Bajo las razones apuntadas, existen elementos suficientes para sostener que los jueces de amparo están facultados para dictar medidas de reparación por violaciones a derechos humanos con base en la Ley de Amparo y, de manera complementaria y a partir de la valoración de la norma más favorable a la persona, en la Ley General de Víctimas, en atención al mandato constitucional previsto en el artículo 1° y el reconocimiento de la jurisprudencia interamericana como obligatoria para el Estado mexicano, en lo conducente.
151. De esta forma, en el juicio de amparo, tradicionalmente ha sido viable otorgar medidas de reparación diversas a la restitución a través del incidente de cumplimiento sustituto, generalmente, de tipo pecuniario; sin embargo, los precedentes ya destacados consolidan la premisa de que la obtención de una reparación integral es una prerrogativa de las víctimas por violaciones a derechos humanos y es una obligación del Poder Judicial de la Federación dotar de contenido a la obligación general del Estado mexicano de garantizarlos: reparar las violaciones a derechos humanos es una obligación constitucional de todas las autoridades.

152. Y si bien responsabilidad patrimonial y orden de compensar económicamente quedan a cargo de quienes tengan el carácter de responsables, ello no obstaculiza al juzgador federal que se les ordene asumir sus obligaciones y llevar a cabo el cálculo que corresponda.
153. Por tanto, es deber de las autoridades judiciales federales, en el ámbito de sus competencias, ordenar las medidas adecuadas y efectivas para garantizar a las víctimas de violaciones a derechos humanos así reconocidas en una sentencia de amparo, para lograr la efectiva protección y garantía de su derecho a la reparación integral, atendiendo siempre a la gravedad y magnitud de la violación y las circunstancias y características del hecho victimizante.
154. Las formas, medios y demás características inherentes a la medida de reparación se fundarán, además de en la Ley de Amparo y la Ley General de Víctimas, en aquellas que instrumenten los procedimientos para su otorgamiento y la razonabilidad en su imposición a juicio del juzgador.

155. Finalmente, si el juzgador federal no decreta medidas distintas a las inherentes a la resolución de amparo (restitución, satisfacción y no repetición) por no estimarlas procedentes en el caso, quedan expeditos los derechos de la parte quejosa para accionar otras vías e, inclusive, utilizar la ejecutoria de amparo para ello
; como puede ser el acceso a los derechos, garantías, acciones, mecanismos y procedimientos que dispone la LGV y su Reglamento, así como a los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral
.
VI. DECISIÓN

156. Por lo expuesto, debe prevalecer con carácter de jurisprudencia, en términos de los artículos 216, párrafo segundo, 217 y 225 de la Ley de Amparo, la sustentada por este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los siguientes términos:

Título: MEDIDAS DE REPARACIÓN INTEGRAL POR VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. LOS JUECES DE AMPARO PUEDEN DICTAR LAS MEDIDAS ADICIONALES QUE ESTIMEN ADECUADAS EN SUS RESOLUCIONES, DE CONFORMIDAD CON LOS ARTÍCULOS 1°, PÁRRAFO TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL; 63.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS; 74, 77 Y 78 DE LA LEY DE AMPARO Y 1, 7, 10, 26, 27, 113, 124 Y DEMÁS RELATIVOS DE LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS. 
Hechos: Dos tribunales colegiados de distinto circuito disintieron sobre si los juzgadores de amparo están facultados para dictar medidas de reparación integral por violaciones a derechos humanos; ya que mientras uno fundó su decisión en la falta de disposición expresa en este sentido en la Ley de Amparo, el otro sostuvo que ello es viable en términos de la Constitución Federal, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Ley de Ampro y la Ley General de Víctimas.
Criterio jurídico: El Tribunal Pleno resolvió que el juzgador de amparo los juzgadores federales de amparo cuentan con la facultad y obligación de dictar las medidas de reparación que estimen adecuadas y pertinentes en los casos en que se verifican violaciones a derechos humanos reconocidas en sus resoluciones judiciales, con base en lo que establecen la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Ley de Amparo y la Ley General de Víctimas.
Justificación: Las reparaciones, a través del juicio de amparo, son un tema que se origina y enmarca en el artículo 1º constitucional, con la visión de que es el recurso por excelencia para combatir alegadas violaciones de derechos humanos y que dota de efectos y medidas para reparar los efectos del acto reclamado y reestablezcan a la persona en el goce del derecho vulnerado; por tanto, si la Ley de Amparo se interpreta a la luz del artículo 1°, párrafo tercero, constitucional, es posible extender los efectos tradicionalmente atribuidos a la sentencias de amparo. 

En efecto, los artículos 74, fracción V, 77, fracciones I y II, y último párrafo, y 78, último párrafo, de la Ley de Amparo obligan al juzgador constitucional establecer, además de los efectos de la concesión de amparo, todas aquellas medidas adicionales a la inaplicación de las normas declaradas inconstitucionales para restablecer a la parte quejosa en el pleno goce del derecho violado; aunado a que la Constitución obliga a todas las autoridades a reparar violaciones a derechos humanos en el marco de sus competencias totalmente o en el máximo posible, pues la sentencia estimativa de amparo no tiene una finalidad exclusiva de restituir las cosas al estado que guardaban, máxime cuando ello no es posible y evidente para el juzgador durante el juicio y hasta el momento de dictar su fallo, en tanto se atribuye a los juzgadores la facultad, capacidad y pericia para advertir antes o al momento de dictar la sentencia si las violaciones a derechos podrán repararse con la sola decisión de amparar o si, por el contrario, debido al grado de afectación, la restitución será insuficiente o, incluso, inviable y es necesario establecer medidas adicionales para esta finalidad. Esta conclusión descansa, entonces, en admitir que el alcance reparador que debe tener el juicio de amparo en el actual orden constitucional mexicano sea un verdadero medio o recurso judicial efectivo para combatir las alegadas transgresiones, entendiendo que este control constitucional es el óptimo para reparar integralmente a las víctimas de manera autoejecutable; de tal suerte que los medios procesales deberán ajustarse a este fin constitucional y no a la inversa.
Por su parte, las medidas adicionales a que hace referencia el artículo 78, último párrafo, de la Ley de Amparo deben delimitarse a través de un ejercicio sistemático, en el que la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en torno al artículo 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos tiene como origen un juicio de atribución de responsabilidad internacional diferenciado del juicio de amparo mexicano, pero que, más allá de las distinciones en cuanto al ámbito de aplicación y sujetos obligados, no se advierte una cuestión que impida a las autoridades jurisdiccionales federales, en el marco de las competencias, adoptar en lo posible y proporcional efectos distintos a la simple nulidad de las consecuencias del acto reclamado.
Además, bajo el principio de complementariedad de leyes, el operador jurídico puede encontrar la vinculación entre normas y limitar una definición o concepto de un supuesto determinado; es decir, cuando un cuerpo normativo, como en el caso, prevé una atribución pero no define con exactitud cuál es, es posible encontrar un complemento o definición en otro cuya materia esté relacionada, pues ante la pluralidad de ordenamientos concurrentes en la regulación de un mismo supuesto o tema específico que provienen de diversos ejercicios legislativos autónomos y en distintas etapas de la historia, es importante encontrar las coincidencias y extensiones que puede haber en la regulación de una misma situación que, quizás, originalmente estaba prevista de manera más restringida o era suficiente en ese momento. Por estas estas circunstancias, es viable acudir a la Ley General de Víctimas, como ley expedida por el Congreso al igual que la Ley de Amparo en el marco de la reforma constitucional de derechos humanos de 2011, con el objeto de integrar a las reglas del amparo las reparaciones que pudieran proceder cuando la simple concesión de la protección constitucional no permita regresar las cosas al estado anterior a la violación.
Así, del análisis conjunto a los artículos 1, 7, 10, 26, 27, 113, 124 y demás relativos de la Ley General de Víctimas, el Poder Judicial de la Federación debe observar en lo conducente que, ante lagunas o imprecisiones dentro de la Ley de Amparo en materia de reparaciones, puede integrar disposiciones de aquel ordenamiento de manera complementaria, frente a los que es un mandato adoptar la que más favorezca a la persona. Luego, si la Ley de Amparo, a pesar de reconocer la facultad del juzgador para dictar todas las “medidas adicionales” que estime necesarias a fin de reestablecer a la parte quejosa en el goce del derecho violado, no establece una definición de esta expresión ni ésta se desprende del proceso creativo de la ley, es adecuado acudir para este fin a la Ley General de Víctimas y, en este sentido, los juzgadores federales, al conceder el amparo, pueden dictar como “medidas adicionales” las de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición, atendiendo a la causa de pedir y el interés con que se ostente la parte quejosa (jurídico o legítimo) para determinar si estas medidas serán en una dimensión individual, colectiva, material, moral o simbólica, tomando en consideración la gravedad y magnitud de la transgresión, a partir de los hechos y pruebas presentados en el juicio y la audiencia que conceda a la supuesta víctima para justificar qué medida de reparación resulta aplicable en cada caso concreto.
Esta última precisión descansa en el hecho de que, si bien la ejecutoria de amparo constituye, en esencia, una especie de medida de reparación básicamente restitutiva, satisfactoria y dirigida a evitar que se repitan en el futuro las mismas violaciones, lo cierto es que -como ya se dijo- las medidas adicionales a que ya se ha hecho referencia y que regula la Ley General de Víctimas procederán cuando así lo haya valorado el juzgador, pues el límite reconocido en su artículo 1, párrafo cuarto, es que la medida se implementará en favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud de la violación a los derechos fundamentales de la persona. Con base en esta premisa, habrá casos en los que será suficiente el dictado de la sentencia como medida restitutiva de la quejosa en el goce de sus derechos fundamentales, y otros en los que la simple concesión de amparo no envolverá una “reparación integral” como lo ordenan la Ley de Amparo y la Ley General de Víctimas debido al impacto dañoso de la norma o del acto de aplicación, en cuyo caso se someterá a la pericia jurisdiccional la mejor forma de resarcir a la víctima quejosa.
Por las razones anteriores, cualquiera que sea la fuente que obliga al juzgador a dictar las medidas de reparación aplicables en cada situación (constitucional, convencional o legal), lo cierto es que soslayar el derecho a una reparación integral en favor de las víctimas por violaciones a derechos humanos se traduce en una irresponsabilidad y una actuación contraria a la Norma Fundamental. Más si existen elementos suficientes para sostener que los jueces de amparo están facultados para dictar medidas de reparación por violaciones a derechos humanos con base en la Ley de Amparo y, de manera complementaria y a partir de la valoración de la norma más favorable a la persona, en la Ley General de Víctimas, en atención al mandato constitucional previsto en el artículo 1° y el reconocimiento de la jurisprudencia interamericana como obligatoria para el Estado mexicano, en lo conducente.
PRIMERO. Existe la contradicción entre los criterios sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Decimoprimer Circuito.
SEGUNDO. Debe prevalecer, con carácter de jurisprudencia, el criterio sustentado por este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de conformidad con la tesis redactada en el último apartado del presente fallo.

TERCERO. Dese publicidad a la tesis jurisprudencial que se sustenta en la presente resolución, en términos del artículo 219 de la Ley de Amparo.
Notifíquese;

� Fojas 2 a 5 del expediente en que se actúa.


� Ibídem, fojas 19 a 24 y vuelta.


� Ibídem, fojas 846 y vuelta.


� Tal como lo ilustra la jurisprudencia P./J. 72/2010 “CONTRADICCIÓN DE TESIS. EXISTE CUANDO LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO ADOPTAN EN SUS SENTENCIAS CRITERIOS JURÍDICOS DISCREPANTES SOBRE UN MISMO PUNTO DE DERECHO, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE LAS CUESTIONES FÁCTICAS QUE LO RODEAN NO SEAN EXACTAMENTE IGUALES. De los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 197 y 197-A de la Ley de Amparo, se advierte que la existencia de la contradicción de criterios está condicionada a que las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o los Tribunales Colegiados de Circuito en las sentencias que pronuncien sostengan ‘tesis contradictorias’, entendiéndose por ‘tesis’ el criterio adoptado por el juzgador a través de argumentaciones lógico-jurídicas para justificar su decisión en una controversia, lo que determina que la contradicción de tesis se actualiza cuando dos o más órganos jurisdiccionales terminales adoptan criterios jurídicos discrepantes sobre un mismo punto de derecho, independientemente de que las cuestiones fácticas que lo rodean no sean exactamente iguales, pues la práctica judicial demuestra la dificultad de que existan dos o más asuntos idénticos, tanto en los problemas de derecho como en los de hecho, de ahí que considerar que la contradicción se actualiza únicamente cuando los asuntos son exactamente iguales constituye un criterio rigorista que impide resolver la discrepancia de criterios jurídicos, lo que conlleva a que el esfuerzo judicial se centre en detectar las diferencias entre los asuntos y no en solucionar la discrepancia. Además, las cuestiones fácticas que en ocasiones rodean el problema jurídico respecto del cual se sostienen criterios opuestos y, consecuentemente, se denuncian como contradictorios, generalmente son cuestiones secundarias o accidentales y, por tanto, no inciden en la naturaleza de los problemas jurídicos resueltos. Es por ello por lo que este Alto Tribunal interrumpió la jurisprudencia P./J. 26/2001 de rubro: ‘CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA.’, al resolver la contradicción de tesis 36/2007-PL, pues al establecer que la contradicción se actualiza siempre que ‘al resolver los negocios jurídicos se examinen cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes’ se impedía el estudio del tema jurídico materia de la contradicción con base en ‘diferencias’ fácticas que desde el punto de vista estrictamente jurídico no deberían obstaculizar el análisis de fondo de la contradicción planteada, lo que es contrario a la lógica del sistema de jurisprudencia establecido en la Ley de Amparo, pues al sujetarse su existencia al cumplimiento del indicado requisito disminuye el número de contradicciones que se resuelven en detrimento de la seguridad jurídica que debe salvaguardarse ante criterios jurídicos claramente opuestos. De lo anterior se sigue que la existencia de una contradicción de tesis deriva de la discrepancia de criterios jurídicos, es decir, de la oposición en la solución de temas jurídicos que se extraen de asuntos que pueden válidamente ser diferentes en sus cuestiones fácticas, lo cual es congruente con la finalidad establecida tanto en la Constitución General de la República como en la Ley de Amparo para las contradicciones de tesis, pues permite que cumplan el propósito para el que fueron creadas y que no se desvirtúe buscando las diferencias de detalle que impiden su resolución”, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXXII, agosto de 2010, p. 7.


� Diccionario Jurídico Mexicano, Porrúa, 14 ed., México, IIJ-UNAM, 2000, t. D-H, p. 811.


� Artículo 1916 del Código Civil Federal.


� Conforme a lo resuelto por la Primera Sala en el amparo directo en revisión 4646/2014 en sesión de 14 de octubre de 2016.


� Definición que se obtiene del Caso Loayza Tamayo v. Perú dictado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 27 de noviembre de 1998 (reparaciones y costas), párrafos 144 a 154 y que se retoman en el amparo directo en revisión 4455/2014 resuelto en sesión de 25 de marzo de 2015 por la Primera Sala.


� V. Amparo directo en revisión 5826/2015 resuelto en sesión de la Primera Sala de 8 de junio de 2016, del que derivó el criterio aislado 1a. CCCXXXVII/2018 “REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO POR VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. ORIGEN DE SU INCORPORACIÓN AL TEXTO CONSTITUCIONAL EN LA REFORMA DE 10 DE JUNIO DE 2011”, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 61, diciembre de 2018, t. I, p. 400.


� Artículo 63


1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada.


� Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez v. Honduras. Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de julio de 1989, Serie C, No. 7.


� Cfr. CALDERÓN GAMBOA, Jorge, “La reparación integral en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: estándares aplicables al nuevo paradigma mexicano”, en Ferrer Mac-Gregor Poisot, Eduardo et al. (coords), Derechos humanos en la constitución: Comentarios de jurisprudencia constitucional e interamericana, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Universidad Nacional Autónoma de México, Fundación Konrad Adenauer, 2013, t. I, p. 155. 


� A manera de ejemplo, el reconocimiento como ciudadana de la República a la mujer en el artículo 34 constitucional (17 de octubre de 1953) o su igualdad frente al “varón” y ante la ley -aun cuando se le encomendó la protección de la organización y desarrollo de la familia- (31 de diciembre de 1974) ; la prohibición de la discriminación motivada por origen étnico o nacional, género, edad, “capacidades diferentes”, condición social, salud, religión, opinión, preferencia, estado civil o cualquier otra que atente, así como la mención de la “dignidad humana” en el artículo 1° constitucional y el reconocimiento de los pueblos originarios indígenas como parte de la composición pluricultural de la Nación y de la identidad indígena de las personas (14 de agosto de 2001).


� Cfr. CALDERÓN GAMBOA, Jorge, op. cit., p. 157.


� Artículo 73. El Congreso tiene facultad:


[…]


XXX. Para expedir todas las leyes que sean necesarias a objeto de hacer efectivas las facultades anteriores y todas las otras concedidas por esta Constitución a los Poderes de la Unión.


� Segundo. El sistema procesal penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo, de la Constitución, entrará en vigor cuando lo establezca la legislación secundaria correspondiente, sin exceder el plazo de ocho años, contado a partir del día siguiente de la publicación de este Decreto. 


En consecuencia, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán expedir y poner en vigor las modificaciones u ordenamientos legales que sean necesarios a fin de incorporar el sistema procesal penal acusatorio. La Federación, los Estados y el Distrito Federal adoptarán el sistema penal acusatorio en la modalidad que determinen, sea regional o por tipo de delito. 


En el momento en que se publiquen los ordenamientos legales a que se refiere el párrafo anterior, los poderes u órgano legislativos competentes deberán emitir, asimismo, una declaratoria que se publicará en los órganos de difusión oficiales, en la que señale expresamente que el sistema procesal penal acusatorio ha sido incorporado en dichos ordenamientos y, en consecuencia, que las garantías que consagra esta Constitución empezarán a regular la forma y términos en que se substanciarán los procedimientos penales.


[…]


Octavo. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los estados y el órgano legislativo del Distrito Federal, deberán destinar los recursos necesarios para la reforma del sistema de justicia penal. Las partidas presupuestales deberán señalarse en el presupuesto inmediato siguiente a la entrada en vigor del presente decreto y en los presupuestos sucesivos. Este presupuesto deberá destinarse al diseño de las reformas legales, los cambios organizacionales, la construcción y operación de la infraestructura, y la capacitación necesaria para jueces, agentes del Ministerio Público, policías, defensores, peritos y abogados.


� Segundo. La ley a que se refiere el tercer párrafo del artículo 1o. constitucional sobre reparación deberá ser expedida en un plazo máximo de un año contado a partir de la entrada en vigor del presente decreto.


� Páginas 29 a 48 del Dictamen.


� Artículo 1.


� Artículo 26. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las violaciones de derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición.


Artículo 27. Para los efectos de la presente Ley, la reparación integral comprenderá:


I. La restitución busca devolver a la víctima a la situación anterior a la comisión del delito o a la violación de sus derechos humanos;


II. La rehabilitación busca facilitar a la víctima hacer frente a los efectos sufridos por causa del hecho punible o de las violaciones de derechos humanos;


III. La compensación ha de otorgarse a la víctima de forma apropiada y proporcional a la gravedad del hecho punible cometido o de la violación de derechos humanos sufrida y teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso. Ésta se otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables que sean consecuencia del delito o de la violación de derechos humanos;


IV. La satisfacción busca reconocer y restablecer la dignidad de las víctimas;


V. Las medidas de no repetición buscan que el hecho punible o la violación de derechos sufrida por la víctima no vuelva a ocurrir;


VI. Para los efectos de la presente Ley, la reparación colectiva se entenderá como un derecho del que son titulares los grupos, comunidades u organizaciones sociales que hayan sido afectadas por la violación de los derechos individuales de los miembros de los colectivos, o cuando el daño comporte un impacto colectivo. La restitución de los derechos afectados estará orientada a la reconstrucción del tejido social y cultural colectivo que reconozca la afectación en la capacidad institucional de garantizar el goce, la protección y la promoción de los derechos en las comunidades, grupos y pueblos afectados.


Las medidas colectivas que deberán implementarse tenderán al reconocimiento y dignificación de los sujetos colectivos victimizados; la reconstrucción del proyecto de vida colectivo, y el tejido social y cultural; la recuperación psicosocial de las poblaciones y grupos afectados y la promoción de la reconciliación y la cultura de la protección y promoción de los derechos humanos en las comunidades y colectivos afectados.


Las medidas de reparación integral previstas en el presente artículo podrán cubrirse con cargo al Fondo o a los Fondos Estatales, según corresponda.


� El artículo 4 de la LGV reconoce con el carácter de víctimas a los grupos, comunidades u organizaciones sociales que hubieran sido afectadas en sus derechos, intereses o bienes jurídicos colectivos como resultado de la comisión de un delito o la violación de derechos, lo cual es acorde también con la jurisprudencia de la Corte Interamericana al resolver los casos Comunidad Moiwana v. Suriname el junio de 2005 (párr. 209) y Pueblo Indígena Kichwa de Sarakayu v. Ecuador el sentencia de 27 de junio de 2012 (párr. 289).


� Artículo 61.


� Artículo 62.


� Artículo 65.


� Artículo 73.


� CALDERÓN GAMBOA, Jorge, op. cit., p. 154. 


� Argumento obiter dicta expresado en el amparo en revisión 706/2015, resuelto por la Primera Sala en sesión de 1 de junio de 2015, p. 68 de la versión pública. 


� Artículo 74. [E]stas consistirán en las siguientes:


I. El ejercicio de un control efectivo por las autoridades civiles de las fuerzas armadas y de seguridad;


II. La garantía de que todos los procedimientos penales y administrativos se ajusten a las normas nacionales e internacionales relativas a la competencia, independencia e imparcialidad de las autoridades judiciales y a las garantías del debido proceso;


III. El fortalecimiento de la independencia del Poder Judicial;


IV. La limitación en la participación en el gobierno y en las instituciones políticas de los dirigentes políticos que hayan planeado, instigado, ordenado o cometido graves violaciones de los derechos humanos;


V. La exclusión en la participación en el gobierno o en las fuerzas de seguridad de los militares, agentes de inteligencia y otro personal de seguridad declarados responsables de planear, instigar, ordenar o cometer graves violaciones de los derechos humanos;


VI. La protección de los profesionales del derecho, la salud y la información;


VII. La protección de los defensores de los derechos humanos;


VIII. La educación, de modo prioritario y permanente, de todos los sectores de la sociedad respecto de los derechos humanos y la capacitación en esta materia de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como de las fuerzas armadas y de seguridad;


IX. La promoción de la observancia de los códigos de conducta y de las normas éticas, en particular los definidos en normas internacionales de derechos humanos y de protección a los derechos humanos, por los funcionarios públicos incluido el personal de las fuerzas armadas y de seguridad, los establecimientos penitenciarios, los medios de información, el personal de servicios médicos, psicológicos y sociales, además del personal de empresas comerciales;


X. La promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar y resolver por medios pacíficos los conflictos sociales, y


XI. La revisión y reforma de las leyes, normas u ordenamientos legales que contribuyan a las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o las permitan.


Artículo 75. Se entienden como medidas que buscan garantizar la no repetición de los delitos ni de las violaciones a derechos humanos, las siguientes:


I. Supervisión de la autoridad;


II. Prohibición de ir a un lugar determinado u obligación de residir en él, en caso de existir peligro inminente para la víctima;


III. Caución de no ofender;


IV. La asistencia a cursos de capacitación sobre derechos humanos, y


V. La asistencia a tratamiento de deshabituación o desintoxicación dictada por un juez y sólo en caso de que la adicción hubiera sido la causa de la comisión del delito o hecho victimizante.


Artículo 76. Se entiende por supervisión de la autoridad, la consistente en la observación y orientación de los sentenciados, ejercidas por personal especializado, con la finalidad de coadyuvar a la protección de la víctima y la comunidad.


Esta medida se establecerá cuando la privación de la libertad sea sustituida por otra sanción, sea reducida la pena privativa de libertad o se conceda la suspensión condicional de la pena.


Artículo 77. El juez en la sentencia exigirá una garantía de no ofender que se hará efectiva si el acusado violase las disposiciones del artículo anterior, o de alguna forma reincidiera en los actos de molestia a la víctima. Esta garantía no deberá ser inferior a la de la multa aplicable y podrá ser otorgada en cualquiera de las formas autorizadas por las leyes.


Artículo 78. Cuando el sujeto haya sido sentenciado por delitos o violación a los derechos humanos cometidos bajo el influjo o debido al abuso de sustancias alcohólicas, estupefacientes, psicotrópicos o similares, independientemente de la pena que corresponda, sólo si el juez así lo ordena, se aplicarán cursos y tratamientos para evitar su reincidencia y fomentar su deshabituación o desintoxicación.


� Argumento obiter dicta expresado en el amparo en revisión 706/2015, resuelto por la Primera Sala en sesión de 1 de junio de 2015, pp. 68- 69 de la versión pública. 


� Artículo 103 constitucional y 1° de la Ley de Amparo.


� Tesis 1a. XXI/2020 “AMPARO INDIRECTO CONTRA ACTOS DE PARTICULARES. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO � HYPERLINK "javascript:AbrirModal(1)" �5o., FRACCIÓN II, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO�”, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 77, agosto de 2020, t. IV, p. 3041.


� Artículos 107, fracción I, de la Constitución y 5° de la Ley de Amparo.


� De conformidad con lo previsto en el artículo 33 de la Ley de Amparo: Suprema Corte de Justicia de la Nación, tribunales colegiados de circuito, tribunales unitarios de circuito, juzgados de distrito y, en casos especiales, los órganos jurisdiccionales de los poderes judiciales de las entidades federativas.


� Artículo 107, fracción I, de la Ley de Amparo.


� Artículo 170 de la Ley de Amparo.


� Artículo 74, fracción VI, de la Ley de Amparo.


� Artículo 77 de la Ley de Amparo: “[L]os efectos de la concesión del amparo serán:


I. Cuando el acto reclamado sea de carácter positivo se restituirá al quejoso en el pleno goce del derecho violado, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación; y


II. Cuando el acto reclamado sea de carácter negativo o implique una omisión, obligar a la autoridad responsable a respetar el derecho de que se trate y a cumplir lo que el mismo exija.


En el último considerando de la sentencia que conceda el amparo, el juzgador deberá determinar con precisión los efectos del mismo, especificando las medidas que las autoridades o particulares deban adoptar para asegurar su estricto cumplimiento y la restitución del quejoso en el goce del derecho.


[…]


En todo caso, la sentencia surtirá sus efectos, cuando se declare ejecutoriada o cause estado por ministerio de ley.


� Artículo 78. Cuando el acto reclamado sea una norma general la sentencia deberá determinar si es constitucional, o si debe considerarse inconstitucional.


Si se declara la inconstitucionalidad de la norma general impugnada, los efectos se extenderán a todas aquellas normas y actos cuya validez dependa de la propia norma invalidada. Dichos efectos se traducirán en la inaplicación únicamente respecto del quejoso.


El órgano jurisdiccional de amparo podrá especificar qué medidas adicionales a la inaplicación deberán adoptarse para restablecer al quejoso en el pleno goce del derecho violado.


� Cfr. Corte IDH. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246


� Ibídem.


� Cfr. Corte IDH. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de abril de 2012. Serie C No. 242.


� Cfr. Corte IDH. Caso Uzcátegui y otros Vs. Venezuela. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 3 de septiembre de 2012. Serie C No. 249.


� Cfr. Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220.


� Cfr.  Corte IDH. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 24 de febrero de 2012. Serie C No. 239. Corte IDH. Caso Duque Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de febrero de 2016. Serie C No. 310.


� Cfr. Corte IDH. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2011. Serie C No. 228.


� Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C No. 72. Corte IDH. Caso "Cinco Pensionistas" Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de febrero de 2003. Serie C No. 98. Corte IDH. Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2006. Serie C No. 158.


� Cfr. Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182. Corte IDH. Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de junio de 2009. Serie C No. 197.


� Cfr. Corte IDH. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012. Serie C No. 245. Corte IDH. Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C No. 172. Corte IDH. Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2015. Serie C No. 309.


� Cfr. Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros ("Guerrilha do Araguaia") Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie C No. 219, Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile. Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C No. 73, Caso Claude Reyes y otros. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151, Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135; Corte I.D.H., Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 111;


� 


� Artículos 204 y 205.


� Tesis P. XVI/2002 “SENTENCIAS DE AMPARO. LA VÍA DEL CUMPLIMIENTO SUSTITUTO FACILITA SU ACATAMIENTO A LAS AUTORIDADES RESPONSABLES. Si la restitución original no es posible y en la vía del cumplimiento sustituto el quejoso obtiene el derecho a recibir un pago a título de indemnización por daños y perjuicios, el cambio de la obligación facilita el acatamiento a la autoridad responsable, pues de estar constreñida originalmente a restituir al quejoso en el goce de la garantía individual violada, volviendo las cosas al estado en que se encontraban antes de la existencia de los actos reclamados, con el cumplimiento sustituto sólo queda obligada a efectuar el pago; por tanto, si la autoridad responsable está constreñida a cumplir una ejecutoria de amparo, mayor vinculación existe para ella, cuando se trata del cumplimiento sustituto, pues a través de esta vía se le otorga una alternativa de cumplimiento de más fácil realización que aquella que deriva de los alcances originales de la ejecutoria”, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XV, abril de 2002, p. 15.


� Texto: “La aplicación supletoria de una ley respecto de otra procede para integrar una omisión en la ley o para interpretar sus disposiciones y que se integren con otras normas o principios generales contenidos en otras leyes. Así, para que opere la supletoriedad es necesario que: a) El ordenamiento legal a suplir establezca expresamente esa posibilidad, indicando la ley o normas que pueden aplicarse supletoriamente, o que un ordenamiento establezca que aplica, total o parcialmente, de manera supletoria a otros ordenamientos; b) La ley a suplir no contemple la institución o las cuestiones jurídicas que pretenden aplicarse supletoriamente o, aun estableciéndolas, no las desarrolle o las regule deficientemente; c) Esa omisión o vacío legislativo haga necesaria la aplicación supletoria de normas para solucionar la controversia o el problema jurídico planteado, sin que sea válido atender a cuestiones jurídicas que el legislador no tuvo intención de establecer en la ley a suplir; y, d) Las normas aplicables supletoriamente no contraríen el ordenamiento legal a suplir, sino que sean congruentes con sus principios y con las bases que rigen específicamente la institución de que se trate”, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro XVIII, marzo de 2013, t. 2, p. 1065, cuyas consideraciones se comparten. 


� Persona física que directa o indirectamente ha sufrido daño o el menoscabo de sus derechos producto de una violación de derechos humanos o de la comisión de un delito (artículo 6, fracción XIX).


� Actos u omisiones que dañan, menoscaban o ponen en peligro los bienes jurídicos o derechos de una persona convirtiéndola en víctima. Estos pueden estar tipificados como delitos o constituir una violación a los derechos humanos reconocidos por la Constitución y los Tratados Internacionales de los que México forme parte (artículo 6, fracción X).


� Todo acto u omisión que afecte los derechos humanos reconocidos en la Constitución o en los Tratados Internacionales, cuando el agente sea servidor público en el ejercicio de sus funciones o atribuciones o un particular que ejerza funciones públicas. También se considera violación de derechos humanos cuando la acción u omisión referida sea realizada por un particular instigado o autorizado, explícita o implícitamente por un servidor público, o cuando actúe con aquiescencia o colaboración de un servidor público (artículo 6, fracción XXI).


� Sesión de 12 de noviembre de 2014, por mayoría de 4 votos de la ministra Sánchez Cordero y los ministros Cossío Díaz, Zaldívar Lelo de Larrea (ponente) y Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: ministro Pardo Rebolledo.


� Ibídem, p. 54.


� Ibídem, p. 61.


� Ídem.


� Ibídem, p. 62.


� Amparo en revisión 152/2013, resuelto en sesión de 23 de abril de 2014 por mayoría de 4 votos de la ministra Sánchez Cordero y los ministros Cossío Díaz, Zaldívar Lelo de Larrea y Gutiérrez Ortiz Mena (ponente). Disidente: ministro Pardo Rebolledo; así como el Amparo en revisión 155/2015, resuelto en sesión de 27 de mayo de 2015 por unanimidad de 4 votos de los ministros Cossío Díaz, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo y Gutiérrez Ortiz Mena (ponente).


� Sesión de 16 de octubre de 2013, resuelto por mayoría de 4 votos de la ministra Sánchez Cordero y los ministros Zaldívar Lelo de Larrea (ponente), Pardo Rebolledo y Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: ministro Pardo Rebolledo.


� Sesión de 4 de noviembre de 2015, por mayoría de cuatro votos de la ministra Sánchez Cordero y los ministros Cossío Díaz, Zaldívar Lelo de Larrea (ponente) y Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: ministro Pardo Rebolledo.


� Sesión de 30 de abril de 2008, unanimidad de 5 votos de los ministros Gudiño Pelayo, Cossío Díaz, Silva Meza y Valls Hernández y la ministra Sánchez Cordero.


� Sesión de 15 de octubre de 2014, mayoría de 3 votos de los ministros Franco González Salas y Aguilar Morales, Pérez Dayán, en contra del emitido por la ministra Luna Ramos. Ausente: Ministro Valls Hernández.


� Tesis aislada P. XIX/2000 “SALUD. EL DERECHO A SU PROTECCIÓN, QUE COMO GARANTÍA INDIVIDUAL CONSAGRA EL ARTÍCULO 4o. CONSTITUCIONAL, COMPRENDE LA RECEPCIÓN DE MEDICAMENTOS BÁSICOS PARA EL TRATAMIENTO DE LAS ENFERMEDADES Y SU SUMINISTRO POR LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES QUE PRESTAN LOS SERVICIOS RESPECTIVOS”, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XI, marzo de 2000, p. 112. 


� Sesión de 22 de abril de 2015, unanimidad de 5 votos de la ministra Sánchez Cordero y los ministros Cossío Díaz, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo y Gutiérrez Ortiz Mena (ponente).


� Resuelto en sesión de 25 de marzo de 2015. Unanimidad de 5 votos de la ministra Sánchez Cordero y los ministros Cossío Díaz, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo y Gutiérrez Ortiz Mena (ponente). 


� Sesión de 9 de marzo de 2016, por mayoría de 4 votos de los ministros Cossío Díaz (ponente), Zaldívar Lelo de Larrea, Gutiérrez Ortiz Mena y la ministra Piña Hernández. Disidente: ministro Pardo Rebolledo.


� Amparo directo 47/2011 resuelto el 28 de noviembre de 2012, amparo directo 54/2011, amparo directo 1/2012 y amparo directo 51/2012 resueltos en sesión de 30 de enero de 2013.


� Resuelto en sesión de 14 de noviembre de 2018 por unanimidad de 5 votos de los ministros Cossío Díaz, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo y Gutiérrez Ortiz Mena y la ministra Piña Hernández (ponente).


� Sesión de 8 de julio de 2020, resuelta por unanimidad de 5 votos de la ministra Esquivel Mossa y los ministros Pérez Dayán, Aguilar Morales, Franco González Salas y Laynez Potisek (ponente).


� Resuelto en sesión de 4 de marzo de 2020, por unanimidad de 5 votos de la ministra Esquivel Mossa y de los ministros Pérez Dayán, Aguilar Morales, Franco González Salas y Laynez Potisek (ponente).


� Artículo 110. El reconocimiento de la calidad de víctima, para efectos de esta Ley, se realiza por las determinaciones de cualquiera de las siguientes autoridades:


[…]


III. El juzgador en materia de amparo, civil o familiar que tenga los elementos para acreditar que el sujeto es víctima;


[…]


� Artículo 111. El reconocimiento de la calidad de víctima tendrá como efecto:


I. El acceso a los derechos, garantías, acciones, mecanismos y procedimientos, en los términos de esta Ley y las disposiciones reglamentarias, y


II. En el caso de lesiones graves, delitos contra la libertad psicosexual, violencia familiar, trata de personas, secuestro, tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes, desaparición, privación de la libertad y todos aquellos que impidan a la víctima por la naturaleza del daño atender adecuadamente la defensa de sus derechos; que el juez de la causa o la autoridad responsable del procedimiento, de inmediato, suspendan todos los juicios y procedimientos administrativos y detengan los plazos de prescripción y caducidad, así como todos los efectos que de éstos se deriven, en tanto su condición no sea superada, siempre que se justifique la imposibilidad de la víctima de ejercer adecuadamente sus derechos en dichos juicios y procedimientos.


Al reconocerse su calidad de víctima, ésta podrá acceder a los recursos del Fondo y a la reparación integral, de conformidad con lo previsto en la presente Ley y en el Reglamento. El procedimiento y los elementos a acreditar se determinarán en el Reglamento correspondiente.
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